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Capítulo I:

A ) Hipótesis:

La interpretación de la jurisprudencia mayoritaria en lo concerniente a la extensión de responsabilidad de los socios, directores y administradores de las personas jurídicas, frente a supuestos de irregularidad registral, es el resultado de una errónea interpretación de los artículos 54 infine, 59, 274 y concordantes de la Ley de Sociedades.

Motiva este trabajo la idea preliminar de que los jueces, muchas veces por su vocación de justicia y dado que la normativa no da una solución a determinados conflictos, busquen por medios inapropiados remedios a los vacíos normativos.

B) Introducción:

En este trabajo trataré el tema de la extensión de responsabilidad de socios, directores y administradores de las personas jurídicas frente a la irregularidad registral. Sabido es que las personas jurídicas tienen una responsabilidad limitada, cuyo límite es el capital social de la sociedad; no siendo –en principio- responsables los socios y administradores de las mismas con su patrimonio particular.

Pese a ello lo cierto es que a partir de los precedentes “Delgadillo” y “Duquelsy”, dictados por la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, los jueces –tanto de primera instancia como de cámara en la C.A.B.A. o Tribunales del Trabajo en Provincia de Buenos Aires- han comenzado a extender la responsabilidad a los socios y a los administradores de las personas jurídicas, obligándolos a responder frente a supuestos de irregularidad registral con todo su patrimonio.

El fundamento normativo se encuentra basado en los arts. 54 (extensión de responsabilidad a socios), 59 y 274 (extensión a administradores) de la ley de sociedades; así como también en los artículos 14 (fraude laboral) y 29 (solidaridad por intermediación de personas) de la ley de Contrato de Trabajo. 

El fundamento valorativo surge de la necesidad de proteger al trabajador en cuanto a poder hacer efectiva una sentencia que muchas veces por el exiguo capital accionario de las sociedades no se puede ejercitar. 

En consecuencia la ausencia o deficiencia en la registración laboral ha hecho que los jueces en sus sentencias dejen de lado la limitación de la responsabilidad patrimonial al capital social de la persona jurídica y extender la responsabilidad a los socios y directores de las mismas con el principal argumento de que la violación de la ley ha beneficiado a aquellos en detrimento de los derechos del trabajador, quienes no podrán en el caso de que la persona jurídica no cuente con el patrimonio suficiente para hacer frente al pago de una sentencia, oponer la limitación de responsabilidad. 

Pero esta interpretación que los tribunales del trabajo hacen, ?se corresponde con el objetivo y finalidad que tuvo el legislador al sancionar la Ley de Sociedades, o es un mero recurso que utilizan –arbitrariamente- para combatir contra una desprotección de la ley?

C) Plan de Trabajo:

En el presente capítulo realizaré una breve descripción del plan de trabajo, para un mayor entendimiento del presente.

En el capítulo II preliminarmente y a modo introductorio se realizará una brevísima explicación de la teoría del mandato y del órgano para determinar cual es la naturaleza jurídica de los administradores, socios y directores de las sociedades comerciales.

Luego trataré la importancia que han tenido las sociedades comerciales en el desarrollo del Capitalismo y su evolución histórica. Ello por cuanto, considero que hay que tenerlo en cuenta a la hora de colocar límites a la limitación de responsabilidad de los administradores, directores y socios de las sociedades comerciales. Si un juez elimina aquella protección, entiendo que resulta fundamental que tenga en claro porque el legislador decidió establecer dicha limitación de responsabilidad.

Como derivación de ello sucintamente se tratará el tema de la persona jurídica como centro de imputación de normas y el principio de conservación de empresa.

Finalmente en el Capítulo II se hará una breve introducción a la responsabilidad y funciones de administradores y socios en S.R.L. y S.A.

En el capítulo III se realizará un marco conceptual, a los efectos de un mayor entendimiento del trabajo. Para ello tomaré en cuenta conceptos los cuales considero que el lector debe tener un mínimo de conocimiento. Ellos son:

A) Acciones de responsabilidad contra los directores de las Sociedades Anónimas (acción Social e Individual de Responsabilidad).

B) Fraude Laboral.

C) Irregularidad Registral. Supuestos y diferencia con el llamado “pago en negro”.

Cabe destacar que el punto c) se analizará con mayor profundidad e incluso se analizará el fallo Causa “Coniglio Luis Daniel y otros c/ Kck Tissue S.A. y otro s/ despido”, a los efectos de establecer una diferencia entre los diferentes supuestos de irregularidad registral, en particular marcar una diferencia entre el “pago en negro” y el “fraude laboral”. Ello por cuanto he notado que los jueces extienden la responsabilidad de igual manera frente a un trabajador que cuenta con una absoluta falta de registración, y aquellos que tienen otro tipo de deficiencia por ejemplo los profesionales que confeccionan facturas. Partiendo de la idea preliminar que no se deben tratar de la misma manera los diferentes supuestos de irregularidad registral es que decidí abordar con mayor profundidad el punto c).


En el Capítulo IV trataré el tema del Sistema de Responsabilidad de la Ley de Sociedades. Los jueces, en todos los casos, interpretan de una o de otra manera los arts. 54 infine, 59 y 274 y concordantes de la ley de sociedades. Pero nadie tiene en cuenta que la ley de sociedades tiene su basamento en el derecho civil, y en consecuencia, en caso de aplicar responsabilidad a alguna persona (sea socios, director o administrador de una sociedad comercial), se aplican los presupuestos de la responsabilidad civil, entre ellos el daño. Este tema no es abordado por nadie ni en doctrina ni en jurisprudencia, razón por la cual decidí desarrollar un capítulo entero sobre el tema.


Para su mayor entendimiento comenzaré describiendo el derecho aplicable en la ley de sociedades, para luego analizar los presupuestos de la responsabilidad civil.

Luego por considerar –de todos los presupuestos analizados- el daño el de mayor importancia  para el objeto de estudio del presente trabajo, procederé a describir el daño en materia societaria.

Finalmente y para un mayor entendimiento del planteo analizaré un caso hipotético de laboratorio.

En el Capítulo V ya me introduciré en el marco normativo del tema central del presente trabajo – Responsabilidad de administradores, directores y socios, en la ley de sociedades-. Para ello citaré los artículos 54, 59 y 274 a 279 de la ley de sociedades.

Luego realizaré un breve análisis del marco normativo y los alcances de la responsabilidad civil.

Finalmente, describiré sucintamente el marco conceptual en el derecho comparado analizando la legislación de Venezuela, Perú, Colombia, México, Uruguay, España.

En el Capítulo VI también trataré un tema central que merece un extenso desarrollo que es el de la Inoponibilidad de las Personas Jurídicas. En dicho capítulo preliminarmente haré un marco conceptual y describiré los antecedentes. 

Luego realizaré el marco normativo y analizaré las distintas posturas doctrinas del tema en cuestión.

Finalmente trataré el tema de los efectos y la Responsabilidad de Administradores y Directores de las Sociedades Comerciales.

En el Capítulo VII, se hará un recopilación de los fallos más trascendentales en materia laboral de los arts 54 in fine, 59 y 274 de la ley 19.550.

Finalmente en Capítulo VIII, daré mi opinión acerca de cada uno de los criterios doctrinarios y jurisprudenciales existentes en nuestros tribunales, intentando brindar un aspecto novedoso a la cuestión como es lo desarrollado en el capítulo IV del presente trabajo, culminando el acápite con una conclusión del tema objeto de estudio.

Capítulo II: Sociedades Comerciales.- 

A) Teoría del mandato y del órgano: 

Existen dos teorías respecto de la naturaleza jurídica de la administración y de la representación de las sociedades comerciales:

1- Teoría del mandato: Dicha teoría se utilizaba con anterioridad al dictado de la ley 19.550. Conforme a dicha teoría los administradores y representantes de la sociedad eran considerados mandatarios de la misma y no formaban parte de la sociedad. Cabe destacar que dicha teoría actualmente se utiliza únicamente para las sociedades civiles.

2- Teoría del ?rgano: Con el dictado de la ley 19.550 se incorporó a nuestro orden normativo la teoría del órgano mediante la cual la administración y la representación de la sociedad son órganos y parte integrante de ella. Contrariamente a la anterior teoría no son mandatarios de la sociedad sino sus funcionarios. En consecuencia es la propia sociedad la que actúa frente a terceros por intermedio de una persona física. 

“Para explicarlo mejor, a diferencia del mandato, no hay dos voluntades -la del representante y la del representado-, sino una sola: la de la sociedad. 

De esta manera, los administradores son funcionarios de la identidad; y es la sociedad la que actúa frente a terceros a través de aquellos”
.

“Según la doctrina del órgano, los representantes estatutarios de la sociedad expresan la voluntad de la sociedad: son parte de ella a diferencia de los representantes voluntarios –mandatarios- que expresan su propia voluntad, si bien lo hacen en nombre y representación del mandante. Concebida la persona jurídica como un orden normativo parcial, es centro de imputación de derechos y obligaciones. En ese orden normativo actúa y se expresa a través de individuos por lo que, en el marco de esa doctrina, cuando un individuo que obra como órgano de una persona jurídica hace valer un crédito, es decir que el órgano es parte integrante de ese orden normativo parcial de la persona jurídica, lo que haga ese individuo, que actúa como órgano, será imputado a la persona jurídica respectiva y esto es solo un aspecto funcional de la persona jurídica, o un punto de referencia de normas de competencia”
.

B) Importancia de las Sociedades Comerciales en el desarrollo económico. Evolución histórica.

B.1.- La necesidad de un crecimiento económico ha motivado la creación de las sociedades comerciales que limitan la responsabilidad de sus socios. Sin ellas el desarrollo económico no hubiese sido posible.

Las sociedades comerciales limitativas de responsabilidad (respecto de sus socios) se remontan a la época de la colonización de América. Ello por cuanto,  el Estado necesitaba obtener fondos con el fin de financiar la expedición. 

En aquella época las posibilidades de lucro que ofrecía el “Nuevo Mundo” alentaron la inversión de capital en las sociedades que se dedicaron al comercio trasatlántico. El comercio en los territorios ultramarinos, por otra parte, exigía reunir grandes masas de capitales, puesto que los viajes eran extensos, riesgosos y altamente costosos.

En algunos casos los particulares con su capital individual no podían solventar dichos gastos y en otros no querían arriesgar todo su patrimonio. Por tal motivo era menester unificar el capital de las distintas personas físicas a los fines de obtener el capital necesario para poder realizar la expedición. Asimismo resultaba menester que en el caso de que la expedición fracasase aquellas personas físicas que habían aportado aquel capital no sufrieran perjuicios mayores que la pérdida de dicho capital, por cuanto no querían arriesgar sus fortunas en un emprendimiento aleatorio. Atento a ello, la Reina Isabel La Católica  para convencer a aquellas personas y lograr su cometido decidió asegurarles que no iban a perder su patrimonio en el caso de que el proyecto no tenga el éxito esperado, sino que por el contrario únicamente responderían hasta el monto aportado, es decir en el caso de que la expedición fracasase no iban a tener que responder con todo su patrimonio. 

La fundamental razón de la medida tomada por la Reina Isabel fue la gran ventaja que obtendría el Estado a través del desarrollo de ciertas actividades, las cuales siempre se encontraban ligadas al desarrollo económico. 

Lo dicho es el primer acercamiento a la limitación de responsabilidad que hoy encontramos en las sociedades comerciales.

B.2.- Entre los Siglos XV, XVI y XVII aparecieron las llamadas “Compañías”. Su finalidad consistía en la navegación y colonización. Entre las más destacadas aparecen: “Banco de San Jorge” (Siglo XV) y “De las Indias Orientales” (Siglo XVII).

Recién hacia el siglo XVII comenzaron a sistematizarse las normas relativas al comercio y a las sociedades, a través de las denominadas “ordenanzas”. 

Las ordenanzas son las precursoras de la codificación mercantil y su contenido fue fuente de los códigos posteriormente sancionados. Entre ellas podemos destacar:

l Las ordenanzas francesas bajo el reinado de Luis XIV que regulan el comercio terrestre (Ordonnance des marchands et négociantes, de Savary, de 1673) y la navegación (Ordenanza de 1681). 

l Las Ordenanzas de Bilbao, sancionada por Felipe V, el 2 de diciembre 1737 y confirmadas por Fernando VII el 27 de junio de 1814. Estas ordenanzas contenían 723  artículos que abarcaban normas de Derecho comercial terrestre y marítimo. Fueron Derecho positivo en nuestro país hasta la vigencia del Código de Comercio, esto es, hasta el 1 de julio de 1866.

B.3.- Con el transcurso del tiempo vino la época del desarrollo industrial. A través del industrialismo se empezó a considerar que el interés colectivo de expansión y crecimiento económico prevalecía sobre el interés individual. Dicho proceso acrecentó aquel primer acercamiento de la limitación de la responsabilidad, con la particular característica de un control estatal muy estricto. 


Con la Revolución industrial llegó el perfeccionamiento de la maquinaria, avances en la química, nacimiento de fábricas, etc. Todo ello trajo como consecuencia el reemplazo de la mano de obra por la maquinaria. Pero para poder llevar adelante dicho proceso fue necesario el aporte y la reunión de grandes masas de capital, para lo cual resultaron necesarias las sociedades anónimas.

Como consecuencia de ello, hacia mediados del siglo XVIII y principios del XIX, se desarrolló un capitalismo industrial y financiero, que se sumó al capitalismo comercial nacido en la Edad Media. Dicho capitalismo sirvió de ideología política de la Revolución Francesa.

B.4.- En el año 1807 se dictó el primer código mediante el cual se regularon las sociedades comerciales: EL C?DIGO DE NAPOLE?N. Dicho código reglamentaba las sociedades colectivas y las sociedades por acciones. El mismo sirvió de gran influencia para el resto de los países tanto de Europa como de América.

B.5.- En consecuencia, la limitación de la responsabilidad surge de la necesidad de fomentar el desarrollo económico, de poder llevar a cabo aquellos negocios que sin dicha limitación de responsabilidad y aporte de capital no se hubiese podido  realizar, ya que el individuo por una mala decisión o inversión podría perder no sólo lo aportado, sino también todo su patrimonio. Por ello, sin hesitación podemos afirmar que la limitación de la responsabilidad fue necesaria para el desarrollo del capitalismo. 

El proceso que sucintamente he explicado culminó con el dictado de la Ley de Sociedades Comerciales, mediante la cual se regulan los diferentes tipos de sociedades: Colectiva – En Comandita Simple – De Capital e Industria – Accidentales o en Participación – Civiles - De Responsabilidad Limitada – Anónima.

C) Persona Jurídica como Centro de Imputación de Normas.

Ahora bien, una vez explicada la importancia que ha tenido el propio desarrollo del Capitalismo en el dictado de una normativa tendiente a regular la acumulación de capitales privados para desarrollar emprendimientos económicos con la consecuente limitación de responsabilidad, he de recordar que las Sociedades Comerciales son Personas Jurídicas, conforme el articulo 32 del Código Civil, el cual textualmente dice: “Todos los entes susceptibles de adquirir derechos, o contraer obligaciones, que no son personas de existencia visible, son personas de existencia ideal, o personas jurídicas”.

De ello se desprende claramente que las Sociedad Comerciales son Personas Jurídicas. Dicha personalidad jurídica ha sido creada por el legislador por tener una función en nuestra sociedad. Aquella función se vincula a la complejidad de los negocios que justamente ha arrastrado el proceso anteriormente explicado (desarrollo del Capitalismo) y tiene como fin crear un centro diferenciado de imputación de normas.

La Persona Jurídica comenzó a ser el centro de imputación de normas, y no las personas que lo integran. La misma consiste en la atribución de un determinado régimen jurídico a un grupo de personas que persiguen una finalidad común, para que la Sociedad pueda llevar a adelante el fin lícito que tuvo en miras.

Pero no solo existe un interés de los socios de la Sociedad sino que también tiene una importante función social, la cual he desarrollado anteriormente.

En síntesis, podemos afirmar que la personalidad jurídica, como centro de imputación de normas, diferenciado de sus componentes, presenta las siguientes características:

l Posee un nombre, nacionalidad y domicilio.

l Tiene Capacidad y autonomía jurídica para actuar.

l Tiene patrimonio propio y autónomo.

l El patrimonio está constituido por los aportes de sus socios y se diferencias de su capital individual.

D) Breve Introducción a la Responsabilidad y funciones de administradores y socios en S.R.L. y S.A.-

Dentro de las Sociedades Comerciales limitativas de responsabilidad, vamos a analizar –sucintamente- las funciones de los administradores y socios de la Sociedad de Responsabilidad Limitada y Sociedad Anónima, por ser las de mayor interés teniendo en cuenta nuestro objeto de estudio (responsabilidad de socios y administradores frente a la irregularidad registral).

D.I) S.R.L.: En primer término cabe destacar que en este tipo de sociedades el Capital Social se encuentra dividido en cuotas. Los socios limitan su responsabilidad a la integración de las cuotas suscriptas o adquiridas.

Ahora bien, la administración y representación de la sociedad se encuentra a cargo de la gerencia la cual puede ser unipersonal o plural, asimismo puede estar integrada por socios o por terceros.

La gerencia se compone de gerentes (o uno solo en el caso de gerencia unipersonal). Ellos son responsables, en forma personal y solidaria (según sea la gerencia unipersonal o plural), y según la reglamentación de las funciones establecidas en el contrato social. Si varios gerentes participaron de un mismo acto generador de responsabilidad para la determinación de la misma, se podrá tener en cuenta la actuación personal que cada uno tuvo en ese acto. Cuando la gerencia fuera colegiada, serán de aplicación las normas relativas a la responsabilidad de los directores.

Como hemos mencionado precedentemente la gerencia puede ser unipersonal o plural. Asimismo la misma puede ser indistinta, conjunta o colegiada. Si es indistinta los actos de administración y representación están a cargo de cualquiera de los gerentes. En este caso, el contrato constitutivo puede establecer que función le corresponde a cada gerente. La gerencia es conjunta en aquellos casos en los cuales se necesita la firma de todos los gerentes para que los actos de administración y representación gocen de validez. La gerencia es colegiada cuando las decisiones de la administración son adoptadas por el voto de la mayoría, pero en este caso solo uno de los gerentes es quien ejerce la representación de la sociedad.

Los gerentes tienen los mismos derechos, obligaciones, prohibiciones e incompatibilidades que los directores de la sociedad anónima, como veremos más adelante.  

En las sociedades de responsabilidad limitada el órgano del gobierno es el conjunto de los socios. Esto significa que los socios serán quienes tomen las decisiones en la sociedad. 

D.II) S.A.: En primer término cabe destacar que en este tipo de sociedades el Capital Social se encuentra dividido en acciones. Los socios limitan su responsabilidad a la integración de las acciones suscriptas.

Ahora bien, la administración y representación de la sociedad anónima se encuentra a cargo del directorio, el cual presenta las siguientes características:

A- ?rgano de Administración: el directorio es el órgano de la administración de la S.A. y tiene a su cargo la gestión interna de los negocios sociales.

B- ?rgano Permanente: el directorio funciona en forma constante e ininterrumpida debido a que sus actividades hacen al funcionamiento de la sociedad.

C- El directorio es un órgano colegiado (siempre que esté compuesto en forma pluripersonal). Esto significa que sus decisiones deben adaptarse por deliberación a través de las reuniones. Vale aclarar que cuando la sociedad establezca un directorio unipersonal este no será colegiado. 

D- Es un órgano necesario: el directorio es un órgano necesario sin el cual la sociedad anónima no puede subsistir. 

E- Representa a la sociedad: Este órgano es quien ejerce la responsabilidad de la sociedad frente a terceros, por ello se dice que es un órgano de voluntad externa. Nuestra legislación asigna esa representación al presidente de la sociedad, sin perjuicio de que el estatuto pueda prever una representación plural. 

La función del directorio es realizar todos los actos de administración de la sociedad. Este órgano tiene la gestión de la actividad social y puede realizar todos los actos comprendidos en el objeto de la sociedad. 


 La sociedad anónima es gobernada por varios órganos que tienen asignados distintas competencias. Podemos decir que la asamblea es el instrumento primario de manifestación de la voluntad de la sociedad-persona jurídica. En consecuencia podemos decir que la asamblea es el órgano de gobierno de la S.A. ya que es la reunión de accionistas destinada a adoptar decisiones sociales. 

Capítulo III: Marco Conceptual.- 

A) Acciones de responsabilidad contra los directores de las Sociedades Anónimas

Las acciones de la responsabilidad contra los directores de las sociedades anónimas se encuentran reguladas en los artículos 276, 277, 278 y 279 de la Ley 19.550. Los primeros tres tratan la acción social de responsabilidad, mientras que el artículo 279 de la Ley de Sociedades contempla la acción individual de responsabilidad. Los mismos textualmente dicen: 

ARTICULO 276. La acción social de responsabilidad contra los directores corresponde a la sociedad, previa resolución de la asamblea de accionistas. Puede ser adoptada aunque no conste en el orden del día, si es consecuencia directa de la resolución de asunto incluido en éste. La resolución producirá la remoción del director o directores afectados y obligará a su reemplazo.


Esta acción también podrá ser ejercida por los accionistas que hubieren efectuado la oposición prevista en el artículo 275.

ARTICULO 277. — Si la acción prevista en el primer párrafo del artículo 276 no fuera iniciada dentro del plazo de tres (3) meses, contados desde la fecha del acuerdo, cualquier accionista puede promoverla, sin perjuicio de la responsabilidad que resulte del incumplimiento de la medida ordenada.

ARTICULO 278. — En caso de quiebra de la sociedad, la acción de responsabilidad puede ser ejercida por el representante del concurso y, en su defecto, se ejercerá por los acreedores individualmente.

ARTICULO 279. — Los accionistas y los terceros conservan siempre sus acciones individuales contra los directores.

A.I.- Acción social de responsabilidad. 

“La acción social de responsabilidad es aquella que tiende a recomponer el patrimonio de la sociedad, lesionado por el obrar malicioso, negligente o abusivo de los administradores. De prosperar esta acción, su resultado (la indemnización) integra el patrimonio social y no el de los accionistas”
. 

Ahora bien, conforme la normativa regulatoria recientemente transcripta la acción social de responsabilidad puede ser promovida por:

1- La propia sociedad, previa resolución de la asamblea de accionistas (conforme artículo 276, primer párrafo de la Ley de Sociedades Comerciales).

2- Por los accionistas que hubieren efectuado la oposición prevista en el artículo 275 (conforme artículo 276, último párrafo de la Ley de Sociedades Comerciales). Cabe destacar que no se requiere que los accionistas promuevan simultáneamente la acción de nulidad asamblearia, sino que alcanza con que efectúen la oposición ya sea en el mismo acto asambleario o en la reunión social que aprueba la gestión. En el caso que el socio no reúna el cinco por ciento del capital social, sí deberá,  para poder promover la acción social, entablar la acción de nulidad asamblearia. 

3- Si la acción de responsabilidad no fuere iniciada dentro de los tres meses, contados desde la fecha del acuerdo, cualquier accionista podrá promoverla, sin perjuicio de la responsabilidad que resulte del incumplimiento de la medida ordenada (conformo artículo 277 de la Ley de Sociedades Comerciales).

4- En caso de quiebra de la sociedad, la acción de responsabilidad podrá ser ejercida por el síndico, y en su defecto será ejercida por los acreedores individualmente. 

A. II.- Acción individual de responsabilidad.

A modo de introducción debo destacar que: “Tratándose de acciones individuales de responsabilidad contra los administradores sociales, el legitimado activo ya no es la sociedad sino los socios o terceros (Por ejemplo acreedores) por los daños ocasionados en su patrimonio personal por la actuación irregular de los directores (Art. 279, LSC)”
.

La acción individual de responsabilidad está consagrada en el artículo 279 de la ley de sociedades comerciales y consiste en la  acción que pueden ejercer de forma individual socios y terceros; incluidos entre éstos los acreedores que hayan sido lesionados directamente en su patrimonio por un acto doloso, culposo, negligente o que infrinja el ordenamiento al que deben sujetarse los administradores, y no sea un mero reflejo del daño causado por éstos en el patrimonio de la sociedad. 

Ahora bien, sin entrar en detalles para no desviar el tema objeto de estudio, no resulta ocioso destacar sucintamente la problemática referente a este tipo de acción.

En cuanto a la acción social de responsabilidad la doctrina resulta prácticamente unánime en su creación, como medio de control de la actuación de los administradores, y como fórmula para reconstituir los daños que éstos indebidamente causen en el patrimonio social. 

Pero respecto de la acción individual de responsabilidad, su creación carece de aparente fundamento, al consistir en responsabilizar personalmente a los administradores de unos actos llevados a término por ellos mismos, pero en nombre e interés de una sociedad a la que administran, con unas persona o entidades con las que no han contratado personalmente sino en nombre de la sociedad administrada. Es decir, se hace responder personalmente a los administradores por hechos realizados en interés y beneficio ajenos. 

B) Fraude Laboral.

Vulgarmente hablando cuando nos referimos a la palabra fraude estamos hablando de “engaño”, y el “fraude laboral”, no es ni más ni menos que un engaño en el ámbito de la relación laboral. 

En este caso el engaño se produce en el ámbito laboral tratando de “disfrazar” un contrato de trabajo con un ropaje que excluye al empleador de las cargas que puede ocasionarle el encuadre dentro de ese régimen, sobre todo en caso de despido del trabajador,  él que no tendría derecho a indemnización como tampoco gozaría de los derechos de vacaciones, licencias, o de los beneficios de la seguridad social.

El artículo 14 de nuestra Ley de Contrato de Trabajo establece que en caso de contrato realizado en forma fraudulenta o simulada, tratando de eludir la ley laboral, dicho contrato será nulo. Menciona el siguiente caso: apariencia de normas que simulen un contrato no laboral, como en el caso de contratar a un profesional monotribustista como prestación de servicios profesionales a cambio de honorarios, cuando en realidad la prestación es continua y bajo la dirección y observancia del empleador. 

En cuanto a la diferenciación entre los conceptos de  fraude a la ley y simulación ilícita vale recordar lo dicho por el Etala: “Resulta dificultosa la distinción entre simulación ilícita y el fraude a la ley, ya que este último objetivo (el fraude a la ley) se obtiene generalmente por medio de una simulación ilícita. Así López señala que este artículo pone un solo ejemplo de fraude a la ley laboral: el caso de interposición fraudulenta de personas”
.

La noción de fraude laboral se ve íntimamente relacionada con el principio de primacía de la realidad, el cual le prohíbe al empleador que utilice figuras “no laborales” para eludir la aplicación de determinadas normas del derecho del trabajo. Entonces, en esta construcción prevalece la verdad de los hechos por sobre la apariencia que la ha dado el empleador. Si se comprueba la realidad de los hechos lo pactado es nulo.4

C) Irregularidad Registral. Supuestos y diferencia con el llamado “pago en negro”.

En primer término entiendo que resulta preciso y útil destacar –debido a las confusiones y contradicciones que se observan en distintos precedentes- que existe una prominente diferencia entre lo que corrientemente se llama “pago en negro” y la “irregularidad registral”:

A modo conceptual podemos decir que por una lado existe el llamado “pago en negro” (ausencia de registración en todo o en parte) y por otro lado tenemos la llamada “irregularidad registral” (existencia de registración pero con algún vicio, defecto, o deficiencia en la misma).

El primer caso sería el trabajador que no está registrado de ninguna manera o lo está solo parcialmente, mientras que el segundo caso sería el contratista de servicios u obras que si bien factura por sus servicios a una empresa, en realidad se encuentra bajo la dirección de la misma, cumpliéndose con los requisitos de subordinación y dependencia que lo califican como empleado en relación de dependencia. 

Dicha diferenciación lejos de resultar menor, trae diversas implicancias en el ámbito de las relaciones laborales, no solo en el objeto de estudio del presente trabajo sino que también en otros aspectos de la materia.

En lo que concierne al tema de estudio vamos a analizar la cuestión desde un punto de vista meramente práctico, desarrollando el tema a través uno de los más resonantes precedentes en la materia en los últimos tiempos.

En la Causa “Coniglio Luis Daniel y otros c/ Kck Tissue S.A. y otro s/ despido”, se ha dicho "A los efectos de establecer la naturaleza de la relación que unió a los ahora litigantes adquiere especial relevancia considerar aún cuanto Coniglio, Suárez y Antenucci fueran propietarios de los vehículos, que desempeñaron con habitualidad, en forma continua y personal (carácter "intuite personae" de la prestación) el transporte de los productos exclusivamente elaborados por "KCK Tissue SA" y "Kimberly Clark Argentina SA", quienes podían organizar, controlar y observar su trabajo (subordinación jerárquica) y quedaron demostradas con meridiana claridad circunstancias que permiten definir a la relación como laboral." (Del voto en mayoría del Dr. Simon)

"Los aquí accionantes se insertaron en una organización económica y financiera ajena, dado que las empresas contratantes del servicio no sólo asumieron bajo su responsabilidad los riesgos propios del transporte de mercaderías, sino que además sujetaba a los transportistas a directivas que les imponían las empresas en cuanto a la instalación y utilización de los equipos satelitales de los vehículos -ya que los chóferes estaban obligados a comunicarse con la empresa cada vez que iniciaban o terminaban el transporte de mercaderías para que le habilitaran o desconectaran el mismo- y les inhabilitaba los camiones para afectarlos a otros destinos." (Del voto en mayoría del Dr. Simon)

"En resumen de las pruebas recolectadas en la causa los actores trabajaban "exclusivamente" para las empleadoras, ese trabajo se hacía bajo las regulaciones y órdenes de los demandados y recibían un pago periódico (mensual) por ello, esto es que se daban en el caso la subordinación jurídica, técnica y económica con la nota de exclusividad, esto es que se reunieron en el caso los requisitos del artículo 21 de la Ley de Contrato de Trabajo." (Del voto en mayoría del Dr. Simon)

"El hecho que los reclamantes hayan sido dueños de las camionetas con las que efectuaban el reparto y que se hicieran cargo de los gastos del mantenimiento de ellas, no los convierte en empresarios en los términos del artículo 5 de la LCT, ni empecen la relación laboral, máxime cuando se encuentra demostrado que las empleadoras tenían la facultad de imponer como sanción disciplinaria la pérdida del transporte si no se presentaban a primera hora de la mañana para cargar o no cumplían con las directivas de seguridad a que estaban sometidos." (Del voto en mayoría del Dr. Simon)

"A efectos de la imputación jurídica de las diversas obligaciones empresariales, lo relevante no es la forma jurídica de la empresa, ni la actuación en nombre propio, sino la participación en el ejercicio de un poder de dirección y organización empresarial unitario en aras de la satisfacción de un propio interés económico-productivo. No resulta exigible para la configuración del empleador plural o múltiple en los términos descriptos precedentemente que las personas integrantes del grupo se encuentren vinculadas por relaciones de subordinación o que se trate de un conjunto de carácter permanente. En efecto, en el marco del artículo 26 de la LCT el empleador múltiple o plural aparece como una estructura compleja, de carácter transitorio o permanente, formada por un conjunto de personas sometidas a una dirección unitaria, a través de vínculos contractuales o no, y con arreglo a criterios de coordinación, de subordinación o fórmulas intermedias y más descentralizadas de centros de decisión. Con independencia de la denominación que las partes otorguen a la vinculación, se encuentra configurado un contrato de trabajo, pues los actores prestaron servicios en forma personal durante un largo período, que lo hacían por encargo de las codemandadas quienes a su vez podían observar su trabajo, dar órdenes y controlarlo, mediante el pago de una remuneración aún cuando tuvieran que entregar a cambio facturas como trabajadores autónomos. En suma propicio confirmar la condena de ambas empresas en forma solidaria dispuesta en la anterior instancia." (Del voto en mayoría del Dr. Simon)

"No altera la calificación de la relación jurídica, el hecho de que los actores estuvieran inscriptos en el padrón del Impuesto a los Ingresos Brutos, ante la AFIP como prestadores del servicio de transporte y en el régimen previsional de autónomos." (Del voto del Dr. Zas, que adhirió al voto del Dr. Simon)

“El hecho de que las accionadas dispusieran la existencia de controles de seguridad (satelitales o de otro tipo) sobre la carga -circunstancia actualmente muy común ante el problema de la inseguridad- y tomara a su cargo parte del pago respectivo, no torna a los dueños de los camiones y transportistas en dependientes subordinados de aquéllas en el sentido del Derecho del Trabajo; se trata de convenios que las partes podían razonablemente efectuar dentro de la relación comercial que los unía. Lo propio ocurre con la exigencia de que se usara calzado de seguridad -no provisto por Kimberley Clark según fs. 433-, precaución que resulta exigible por el dueño de la carga más allá de que se trate de chóferes dependientes o de transportistas independientes. Una empresa puede exigir a sus proveedores -de diverso tipo- el cumplimiento de determinados recaudos, sin que ello convierta a los segundos en empleados de la primera, en especial si se trata de recaudos relativos a la seguridad, en cuyo resguardo están comprometidos no sólo intereses económicos sino la vida y salud de las personas involucradas.” (Del voto en minoría de la Dra. García Margalejo)


Como observamos existen diferentes opiniones sobre si la relación laboral se encontraba correctamente registrada o no, lo que nos demuestra que existen “zonas grises”, incluso los propios jueces tienen posiciones encontradas (uno de ellos votó en disidencia y en primera instancia se resolvió de manera diferente a lo resuelto por la Cámara). Entonces, si el empleador tenía pautas para entender que la relación se encontraba correctamente registrada, el hecho de que en un juicio posteriormente se entienda lo contrario ?alcanza para extender la responsabilidad a los socios, administradores y directores de las Sociedades?, ?o debemos distinguir entre los diferentes supuestos y analizar los mismos?


A esta altura no podemos negar que existen zonas “grises” en donde el empleador puede contratar a un montributista, creyendo correcto su encuadre y teniendo pautas para así encuadrarlo, incluso así lo interpretó el propio juez de primera instancia en la causa recientemente mencionada, pese a que luego se revocó la sentencia. 


Por ello entiendo que debemos diferenciar 2 estadios:

1 El caso de la irregularidad registral donde se sabe y no quedan dudas que se está pergeñando el mismo, es decir que hay dolo o intención. En este caso sin lugar a dudas podemos hablar de fraude laboral.

2 El caso de la irregularidad registral donde el empleador pudo haberse visto con derecho a encuadrar a la persona de determinada manera.

Entiendo que el primer hay que diferenciarlo claramente del segundo. 

En el primer caso no caben dudas, en caso de estar de acuerdo con la teoría del disregard, de la responsabilidad solidaria de socios, administradores o directores de la sociedad.

Mientras que en el segundo caso, la extensión de responsabilidad sería avalar el “fraude objetivo”, del que ya se ha hablado en materia laboral. Pero tal como ya he expuesto y según respetuosamente entiendo, para que haya fraude tiene que haber dolo, es decir intención. Por eso entiendo que el segundo caso no podemos hablar de fraude sino que de deficiente registración.

Asimismo cabe destacar que la intención del legislador, al sancionar el artículo 1 de la Ley 25.323 -al igual que ocurriera con las multas previstas en la Ley 24.013- fue castigar la clandestinidad laboral. 

Entonces, siguiendo los lineamientos de aquellos que entienden -tal como ya veremos- que frente a cualquier deficiencia en la registración laboral se debe extender la responsabilidad a los socios y administradores de la sociedad, en el caso planteado aplicarían el mismo criterio y extenderían la responsabilidad a ellos.

Pero ello, ?es lo que tuvo en miras el legislador? ?En tales supuestos ha querido extender la responsabilidad de manera ilimitada a los socios y administradores de la persona jurídica?

Haciendo una conclusión preliminar me ánimo a decir que no resulta procedente extender la responsabilidad a socios y administradores de las sociedades frente a supuestos similares al planteado, debiendo distinguir claramente cuando estamos en presencia de un fraude laboral, con dolo, y una deficiente registración en donde el empleador se consideraba con derecho para proceder al encuadre que luego se consideró incorrecto mediante una sentencia.

Capítulo IV: Sistema de responsabilidad en la ley de sociedades.-

A) Derecho aplicable.

En primer término, debe recordarse que todo el sistema de responsabilidad de la ley de sociedades comerciales tiene basamento en el sistema de responsabilidad civil, es decir conforme las doctrinas modernas tal,  como a continuación sucintamente se explican, en la responsabilidad por daños.

La ley 19.550 tiene estatuido por el legislador tal sistema de responsabilidad. Como consecuencia resultan resarcibles la totalidad de los daños y perjuicios que ocasione el agente.


A esta altura entonces no caben dudas que en materia societaria el sistema se encuentra basado en el derecho civil, en particular en el llamado “derecho de daños”. 


“Podemos afirmar que la responsabilidad civil de los administradores sociales es multiforme… En efecto, los presupuestos generales del deber de reparar se proyectan plenamente al supuesto concreto de los administradores societarios, pues la responsabilidad civil de estos últimos no es sino una aplicación específica para el ámbito societario de aquellos conceptos genéricos
”.

Siguiendo los lineamientos antes mencionados cabe aclarar que se está produciendo un cambio en materia de responsabilidad civil y las doctrinas modernas ya no hablan de responsabilidad civil sino de responsabilidad por daños.


“En este contexto, el presupuesto de mayor estudio es el daño, ya que sin el no hay responsabilidad… La materia dejó de ser responsabilidad civil para ser responsabilidad por daños, y consecuentemente, el orden de estudio de los presupuestos varió sustancialmente: ahora se comienza con el daño, que es el crédito de la víctima, sigue la causalidad, y se ensanchan ostensiblemente las nociones de antijuridicidad, acción e imputabilidad”
.


B) Presupuestos de la responsabilidad Civil.-


Tal como ya hemos expuesto el derecho societario se encuentra basado en los principios de la responsabilidad civil, razón por la cual vamos a enumerar los presupuestos de la responsabilidad civil –y luego analizar los dos más importantes según nuestro objeto de estudio-, ello es los requisitos que deben cumplirse para acceder a la reparación de los daños cuando una persona le causa un perjuicio a otra.


Ahora bien, una vez inmiscuidos en los presupuestos de la responsabilidad civil podemos enumerarlos del siguiente modo:

1.- Autoría.

La autoría es la acción u omisión de la persona que comete un daño. Para que exista responsabilidad se requiere de una conducta cometida por un agente.

Cabe aclarar que la acción puede comprender tanto los actos voluntarios como involuntarios. En consecuencia hay acción siempre que exista un poder de control del agente sobre lo actuado, aunque no exista conjuntamente intención discernimiento y libertad.

2.- Antijuricidad.

Para los autores modernos la antijuridicidad no es sinónimo de ilegalidad sino que “no es otra cosa que el causar un daño a otro sin que exista una causa de justificación”
.

3.- Imputabilidad.

Es la capacidad que tiene el agente para comprender y discernir la conducta que realiza, si quien realiza la conducta lo hace sin discernimiento o comprensión está faltando uno de los presupuestos de la responsabilidad: la imputabilidad.

Cuando el sujeto que realiza un acto lo hace con la voluntad viciada o sin voluntad estamos en presencia de un acto involuntario.

“Inmutabilidad. Es la capacidad para comprender, conocer, y valorar las circunstancias fácticas en que se desenvuelve la persona. En principio, para hacer responsable a un sujeto es menester que el mismo haya actuado con discernimiento y comprensión”
.

4.- Factor de atribución.

En materia de responsabilidad civil no existe una conducta antijurídica si la conducta no es imputable y/o reprochable por un factor de atribución: subjetivo u objetivo.

En el primer caso el reproche se vincula a la conducta de quien comete el daño, ya sea a título de culpa o dolo.

Existe culpa cuando el daño se produce por impericia o negligencia, es decir sin intención; mientras que el dolo se configura cuando hay intención en la conducta que ocasiona el daño.

En el segundo caso (factor objetivo de responsabilidad) no importa quien comete el daño sino que el reproche se vincula con otro tipo de cuestiones y o valoraciones expresamente estipuladas por el legislador, por ejemplo quien introduce en la sociedad una cosa riesgosa, o el principal que responde por los hechos del dependiente. En aquellos casos no importa si el agente actúo negligente o imprudentemente sino que en principio deberá responder, y solo se eximirá de responsabilidad si rompe el nexo causal probando que existió caso fortuito, fuerza mayor, culpa de la víctima o de un tercero por quien no debe responder.

5.- Relación de causalidad.

La relación de causalidad es el vínculo que tiene que existir entre la conducta del sujeto que comete el daño y el resultado dañoso. Si no existe relación de causalidad entre el hecho del agente y el daño no hay responsabilidad.

6.- Daño.


Tal como preliminarmente se dijo el presupuesto más importante es el daño, y la enumeración hecha precedentemente no se encuentra ordenada de acuerdo a la importancia de cada presupuesto, sino que es meramente enunciativa.

Por el contrario ya hemos dicho que en la actualidad los autores, en cuanto al orden de importancia comienzan con el daño, que es el crédito de la víctima, sigue la causalidad, y se ensanchan ostensiblemente las nociones de antijuridicidad, acción e imputabilidad.

Recordemos que sin daño no hay responsabilidad, pues no hay qué resarcir. 

Dicho en otras palabras para que haya un interés en la reparación de un daño tiene que haber existido un “daño sufrido”. A contrario sensu si nadie sufrió un daño no existirá interés en reclamarlo.

La doctrina y jurisprudencia en unánime en entender que es indispensable para que el daño sea resarcible que el mismo sea cierto. Ello significa que tiene que haber certidumbre en su existencia aunque no haya certidumbre en su magnitud. 

C) El Daño en materia societaria.-

En virtud de ser el daño el presupuesto más importante de la responsabilidad civil y más precisamente al estar estudiando la responsabilidad civil en materia societaria entiendo necesario hacer notar lo siguiente:

El daño es el presupuesto en torno al cual gira todo el sistema resarcitorio, e incluso también el preventivo. 

El art. 54 de la ley de sociedades precisamente establece la responsabilidad solidaria de los socios y controlantes cuando por culpa o dolo causan un daño a la sociedad.

El art. 274 del mismo cuerpo normativo lo exige en tres supuestos: ello se desprende del giro de la última parte del artículo citado: "...y por cualquier otro daño".

El término ha sido puesto intencionalmente, y con relación a los dos supuestos anteriores, para remarcar la necesidad de la existencia del daño.

Sin perjuicio de ello en el caso de que no hubiese sido expresamente estipulado por la Ley de Sociedades, habría sido igualmente necesario que exista un daño -para todas las hipótesis estudiadas- y acreditar este presupuesto, por cuanto sin daño no hay responsabilidad.

 Esta aclaración tiene sentido, pues muchas veces, en el afán de desmenuzar las normas específicas de índole societaria, se escapan algunos de los principios generales de la responsabilidad de los administradores societarios que no pueden ser soslayados. 

Habrá responsabilidad siempre que haya un comportamiento antijurídico que cause un daño (cierto, subsistente y no insignificante) y que se halle vinculado por un nexo adecuado de causalidad, pudiendo obedecer a un factor de atribución objetivo o subjetivo.

Ahora bien, siguiendo los lineamientos del derecho de daños cabe destacar que el mismo se proyecta en dos direcciones: a) Prevención. B) Reparación.

a) Desde una faz preventiva, la ley 19.550 articula algunos institutos que apuntan precisamente a evitar el daño, verbigracia la intervención judicial (art. 118 de la ley de sociedades.), que en sus distintas intensidades procura una medida cautelar judicial que se activa a pedido de los socios cuando los administradores (directores) "realicen actos o incurran en omisiones" que pongan al ente societario "en peligro grave". 

También podemos encontrar el art. 252 del mismo cuerpo normativo, el cual en el marco de la impugnación de las decisiones asamblearias, persigue la suspensión preventiva de la ejecución de la resolución emanada por el órgano de gobierno (en la anónima: asamblea) cuando se den los recaudos exigidos rigurosamente por la Ley de Sociedades. 

b) Desde otro ángulo de la propia ley surge la faz de reparación, obligando a quien ocasiona un daño a resarcir el mismo. Este deber de resarcir los daños ocasionados injustamente se irradia en múltiples aspectos.

Así, se encuentran la responsabilidad de los socios (controlantes o no necesariamente, arts. 54 y 254 LS.) la del síndico societario (arts. 296 y 297 LS. (nota) y la de los directores (arts. 59, 274 y ss. LS.).

D) Relación de causalidad en el caso que nos ocupa.-

Como ya hemos expuesto para que haya responsabilidad tiene que haber daño, en tanto que y por contrario sensu sin daño no puede existir responsabilidad por ser uno de los presupuestos de la responsabilidad civil. 

Ahora bien en el caso de que exista un daño, para atribuir responsabilidad en materia de daños y perjuicios, debe existir relación de causalidad entre el hecho y el daño.

En materia de responsabilidad civil puede suceder que exista un daño pero que únicamente parte de ese daño sea atribuible a una persona, tal es así que puede existir culpa concurrente, o hasta incluso culpa de la propia  víctima.

En consecuencia una vez probado el daño debe analizarse que porción del mismo debe atribuirse a la persona que se lo imputa, puede ser que sea responsable del 100% del daño o de una porción menor.

Es decir que, en definitiva, la relación de causalidad es un limitante del daño, en tanto que la relación de causalidad es la que determina la cuantía del daño resarcible.

E) Análisis de caso.-

Ahora bien desde un punto de vista práctico, quiero dejar planteado un caso hipotético a los efectos de determinar la importancia que puede tener en el resultado final analizar la cuestión del daño y la relación de causalidad como presupuestos de la responsabilidad civil, ante los supuestos de falta de registración.

Supongamos que un trabajador gozaba de un salario de $5000, el cual se encontraba en absoluta clandestinidad.

Luego de 3 años de relación laboral el empleador decide extinguir sin causa la misma y envía la correspondiente notificación al trabajador. Es decir que la extinción de la relación laboral nada tiene que ver con la falta de registración sino que es una decisión exclusiva del empleador y en el caso de que hubiese estado registrado correctamente también se hubiese extinguido el vínculo.

Al recibir el telegrama de despido el trabajador íntima se la abone la liquidación final, indemnización por despido incausado y la multa de la ley 25.323 (artículo 1?), debido a que la relación laboral no se encontraba registrada al momento de la extinción del vínculo.

Asimismo intima argumentando que existe solidaridad, a los socios, administradores y directores, en los términos de los arts. 54 infine, 59 y 274 de la ley de sociedades, respectivamente.

Dentro de este supuesto se pueden dar diferentes hipótesis:

1.- Al llegar la Carta Documento a los socios, administradores, y socios, reconocen que existió clandestinidad laboral. En consecuencia teniendo en cuenta que su responsabilidad deviene de la ley de sociedades, es decir, que deben abonarle al trabajador los daños y perjuicios que por su accionar le hubiesen ocasionado al trabajador, deciden analizar cuales son dichos daños y perjuicios.

Haciendo el correspondiente análisis llegan a la conclusión de que el despido no guarda ninguna relación con la relación laboral no registrada, es decir que no existe relación de causalidad entre el hecho sobre el que se les atribuye responsabilidad (“pago en negro”) y parte de los daños (los rubros de la indemnización por despido) en tanto que el mismo se debió a una decisión exclusiva y unilateral del empleador, así que los rubros derivados de la  indemnización por despido no forman parte de los daños y perjuicios que deben indemnizar ellos, en tanto que los rubros derivados del despido hubiesen existido estando o no la relación laboral registrada.

Pero entienden que la multa de la Ley 25.323, si es procedente frente a ellos, porque dicha multa guarda relación directa y es consecuencia de la clandestinidad laboral, así como también la multa del art. 80 LCT. Como consecuencia ponen a su disposición el 100% de las sumas por dichos conceptos, bajo apercibimiento de consignación judicial.

El trabajador rechaza dicho pago, por cuanto sostiene que le tienen que abonar no solo las mencionadas multas sino que también le total de la indemnización y liquidación final.

Como consecuencia los socios, administradores y directores, consignan las multas de la ley 25.323 (art. 1) y art. 80 LCT, argumentando que esos fueron los únicos daños y perjuicios que ocasionaron, por cuanto el despido no guarda ninguna relación con la clandestinidad laboral, en consecuencia el daño por los rubros derivados del despido no fue causado por ellos y no tienen el deber de indemnizar por tales conceptos.

El trabajador cobra las multas en el juicio por consignación y con posterioridad inicia la demanda reclamando la indemnización por despido contra el empleador, los socios, administradores y directores de la sociedad.

En este caso ?debe prosperar la demanda contra los socios, administradores y directores de la Sociedad? ?Resulta ajustado a derecho sostener que los únicos daños causados por ellos son los derivados de la clandestinidad laboral?  

2.- Siguiendo el mismo ejemplo puede suceder que el empleador y los socios decidan no abonar ningún rubro de la indemnización.

Como consecuencia el trabajador inicia juicio demandando no solo al empleador sino que también a los socios, administradores y directos de la sociedad.

La liquidación que surge de la demanda es la siguiente:

1.- Indemnización por antigüedad ------ $15.000.-

2.- Indem. Sust. De Preaviso ----------- $5.000.-

3.- Días trabajados + I.M.D -----------  $5.000.-

4.- Sac. s/ rubros anteriores ---------- $833,33.-

5.- Sac. Proporcional -------------------$2.000.-

6.- Vacaciones Prop ---------------------$2.800.-

7.- Art. 2 Ley 25.323 ---------------------$12.500.-

8.- Art. 1 Ley 25.323 ---------------------$15.000.-

9.- Art 80 LCT ----------------------------$15.000.-

TOTAL -------------------------------------$73.133, 33.-

Al contestar la demanda los socios, administradores y directores de la S.A. rechazan la procedencia de los arts. 54. 59 y 274 de la Ley de Sociedades, por considerarlos improcedentes y asimismo impugnan la liquidación, argumentando que en el improbable caso que el juez entienda que resulta de aplicación la teoría del disregard, ellos solamente tendrían que responder por los daños y perjuicios que tienen intima relación con el “pago en negro” y no por el total de la liquidación, en tanto que la responsabilidad deviene de la ley de sociedades (es decir que se indemnizan los daños y perjuicios y hay que analizar los presupuestos de la responsabilidad, principalmente el daño y su relación de causalidad adecuada), entonces deciden dividir la liquidación de la actora en 2. 

Por un lado los primeros seis puntos, derivados del despido, y por otro los últimos 3 derivados de las multas.

1.- Indemnización por antigüedad ----- $15.000.-

2.- Indem. Sust. De Preaviso --------- $5.000.-

3.- Días trabajados + I.M.D ---------- $5.000.-

4.- Sac. s/ rubros anteriores -------- $833,33.-

5.- Sac. Proporcional -----------------$2.000.-

6.- Vacaciones Prop ----------------------$2.800.-

Sobre los rubros 1,2,3,4,5,6, argumentan que no guardan relación con la clandestinidad laboral, en tanto que de haber estado la relación laboral debidamente registrada los mismos hubiesen existido de todas formas, es decir sostienen que no existe nexo de causalidad, así que no es un daño imputable a ellos.

7.- Art. 2 Ley 25.323 ---------------------$12.500.-

8.- Art. 1 Ley 25.323 ---------------------$15.000.-

9.- Art 80 LCT ----------------------------$15.000.-

Sobre los puntos 7,8,9, reconocen que en caso de que el juez considere de aplicación la teoría del disregar tienen relación directa con la clandestinidad laboral y deberían ser los únicos que deben indemnizar (pese a que rechazan su procedencia).

Ahora bien, el juez decide que resulta de aplicación la teoría del disregard y decide condenar solidariamente a los socios, administradores y directores de la sociedad por todos los rubros derivados del despido más las multas.

Entonces, ?Hubiese correspondido que los jueces hagan un análisis de  los daños y perjuicios al atribuir responsabilidad solidaria tal como sostienen los demandados? ?o el hecho de que se considere procedente la teoría del disregar significa que debe condenarse automáticamente a los socios administradores y directores de la sociedad por el total de la liquidación, sin realizar diferenciación alguna de rubros?

E)Gráficos.- 
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Graficando la cuestión de lo hasta aquí planteado, podemos observar en el gráfico de la izquierda que el total de la indemnización alcanza la suma de $ 73.133, 33.-, representando el mismo el 100% del daño, pero tal como vemos en el gráfico de la derecha parecería ser que la parte del daño que tiene relación de causalidad con la conducta de los directores, síndicos, y administradores de la sociedad (“pago en negro”), es la suma de $42.500.-, es decir el 58, 11% del daño, en tanto que si el trabajador hubiese estado registrado correctamente el 41, 89 % restante debería haber sido indemnizado de todas formas por el empleador, por lo cual no existe relación de causalidad entre parte del daño (los rubros derivados de la indemnización por despido) y la conducta de los socios, administradores y directores de la sociedad por la cual se les atribuye responsabilidad (pago en negro).     

Capítulo V: Responsabilidad de administradores, directores y socios en la ley de sociedades.-

A) Marco Normativo. 

En la ley 19.550 existen diversas normas que estatuyen el régimen de responsabilidad de los directores, socios y administradores de las Sociedades Anónimas. 

A.1) En el artículo 54 encontramos la responsabilidad del socio o controlante: “Dolo o culpa del socio o del controlante. ARTICULO 54. — El daño ocurrido a la sociedad por dolo o culpa de socios o de quienes no siéndolo la controlen constituye a sus autores en la obligación solidaria de indemnizar sin que puedan alegar compensación con el lucro que su actuación haya proporcionado en otros negocios.

El socio o controlante que aplicará los fondos o efectos de la sociedad a uso o negocio de cuenta propia o de tercero está obligado a traer a la sociedad las ganancias resultantes siendo las pérdidas de su cuenta exclusiva

Inoponibilidad de la personalidad jurídica. La actuación de la sociedad que encubra la consecución de fines extrasocietarios constituya un mero recurso para violar la ley, el orden público o la buena fe o para frustrar derechos de terceros, se imputará directamente a los socios o a los controlantes que la hicieron posible, quienes responderán solidaria e ilimitadamente por los perjuicios causados”
.

El artículo ut supra se refiere a la inponibilidad de la persona jurídica frente a socios y controlantes. 

Debido a que su análisis es el centro del presente trabajo su trato merece un capítulo aparte el cual desarrollaremos con posterioridad. 


A.2) En el artículo 59 encontramos la responsabilidad de los administradores y representantes de la sociedad: “Diligencia del administrador: responsabilidad. ARTICULO 59. — Los administradores y los representantes de la sociedad deben obrar con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Los que faltaren a sus obligaciones son responsables, ilimitada y solidariamente, por los daños y perjuicios que resultaren de su acción u omisión”
.


a.3) En los arts. 274 a 279 encontramos la responsabilidad de los Directores, la cual tal como observaremos se remite al criterio del artículo 59 aplicable a los administradores y representantes de la sociedad: “Mal desempeño del cargo. ARTICULO 274. — Los directores responden ilimitada y solidariamente hacia la sociedad, los accionistas y los terceros, por el mal desempeño de su cargo, según el criterio del artículo 59, así como por la violación de la ley, el estatuto o el reglamento y por cualquier otro daño producido por dolo, abuso de facultades o culpa grave.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la imputación de responsabilidad se hará atendiendo a la actuación individual cuando se hubieren asignado funciones en forma personal de acuerdo con lo establecido en el estatuto, el reglamento o decisión asamblearia. La decisión de la asamblea y la designación de las personas que han de desempeñar las funciones deben ser inscriptas el Registro Público de Comercio como requisito para la aplicación de lo dispuesto en este párrafo.

Exención de responsabilidad. Queda exento de responsabilidad el director que participó en la deliberación o resolución o que la conoció, si deja constancia escrita de su protesta y diera noticia al síndico antes que su responsabilidad se denuncie al directorio, al síndico, a la asamblea, a la autoridad competente, o se ejerza la acción judicial.

Extinción de la responsabilidad. ARTICULO 275. — La responsabilidad de los directores y gerentes respecto de la sociedad, se extingue por aprobación de su gestión o por renuncia expresa o transacción, resuelta por la asamblea, si esa responsabilidad no es por violación de la ley, del estatuto o reglamento o si no media oposición del cinco por ciento (5 %) del capital social, por lo menos. La extinción es ineficaz en caso de liquidación coactiva o concursal.

Acción social de responsabilidad. Condiciones. Efectos, ejercicios. ARTICULO 276. — La acción social de responsabilidad contra los directores corresponde a la sociedad, previa resolución de la asamblea de accionistas. Puede ser adoptada aunque no conste en el orden del día, si es consecuencia directa de la resolución de asunto incluido en éste. La resolución producirá la remoción del director o directores afectados y obligará a su reemplazo.

Esta acción también podrá ser ejercida por los accionistas que hubieren efectuado la oposición prevista en el artículo 275.

Acción de responsabilidad: facultades del accionista. ARTICULO 277. — Si la acción prevista en el primer párrafo del artículo 276 no fuera iniciada dentro del plazo de tres (3) meses, contados desde la fecha del acuerdo, cualquier accionista puede promoverla, sin perjuicio de la responsabilidad que resulte del incumplimiento de la medida ordenada.

Acción de responsabilidad. Quiebra. ARTICULO 278. — En caso de quiebra de la sociedad, la acción de responsabilidad puede ser ejercida por el representante del concurso y, en su defecto, se ejercerá por los acreedores individualmente.

Acción individual de responsabilidad. ARTICULO 279. — Los accionistas y los terceros conservan siempre sus acciones individuales contra los directores”
.

B) Breve análisis del Marco Normativo. Alcances de la responsabilidad civil.

b.1) En cuanto a la responsabilidad de los socios y controlantes debemos analizar el artículo 54 de la ley 19.550.

El mismo establece la obligación solidaria de los socios y controlantes de la sociedad cuando causen un daño, ya sea por dolo o culpa a la sociedad.

b.2) En cuanto a la responsabilidad de los administradores y representantes de la sociedad debemos hacer analizar el artículo 59 de la ley 19.550. 

Si bien todos los administradores deben actuar lealmente como un buen hombre de negocios, la trasgresión a este deber sólo se determinará en el caso "concreto". Es decir que, en cada caso dependerá de las características de la sociedad (de su estructura organizativa, de su magnitud, su carácter personalista o no), las relaciones "intra" y "extra" societarias, entre otras cuestiones a determinar. 

En tanto que estamos en el ámbito de la responsabilidad civil no podemos olvidarnos de sus presupuestos, y a mi entender no se puede prescindir de ellos los cuales deben cumplirse para que nazca la obligación de reparar un daño. Recordemos que sin daño no hay responsabilidad. Y si bien es el presupuesto más importante, también se tienen que dar los restantes: relación de causalidad, antijuridicidad, entre otros.

“En efecto, la atribución de la responsabilidad por el solo hecho de pertenecer al órgano de administración prescinde de uno de los presupuestos de la responsabilidad civil, cual es la autoría. Es preciso que el sujeto haya actuado –por acción u omisión- una conducta antijurídica que le sea atribuible a título de culpa o dolo. Si no hay tal acción no hay comunicación de la responsabilidad. Este criterio se encuentra respaldado en el mismo texto del art. 59, LSC, que atribuye responsabilidad solidaria e ilimitada a los que faltaren a sus obligaciones, por lo que en todos los casos será necesario acreditar que el administrador demandado ha incumplido sus obligaciones sea por acción u omisión.

Por lo demás… la atribución de responsabilidad por el solo hecho de pertenecer al directorio importaría tanto como prescindir de la culpa e imponer una responsabilidad objetiva, que en manera alguna está prevista en la ley de sociedades”
.

En síntesis, será toda una suma de factores entrelazados entre sí los que determinaran si el actuar del administrador es o no acorde con el estándar del leal y buen hombre de negocios de una sociedad determinada. Todos y cada uno de estos factores incidirán -en distintas gravitaciones- a los fines de establecer si hay o no violación del deber pautado por el art. 59 de la ley 19.550.

No obstante ello existen otras opiniones doctrinarias las cuales consideran que la sola circunstancia de pertenecer el administrador al órgano de administración societaria es suficiente para atribuirle responsabilidad cuando ha obrado una conducta antijurídica y dañosa.

Cierta parte de la doctrina y jurisprudencia –a mi entender de manera absolutamente errada e injustificada- entienden que existe una responsabilidad objetiva de los administradores de las sociedades.

“En virtud de esta disposición normativa –aplicable a los administradores sociales en general- y del art. 274, LSC –que atribuye a los directores responsabilidad ilimitada y solidaria en particular-, calificada doctrina y un sector de la jurisprudencia han entendido que la sola circunstancia de pertenecer el administrador al órgano de administración es suficiente para atribuir responsabilidad cuando en su seno se ha obrado una conducta antijurídica dañosa”
.

b.3) En lo que hace a la responsabilidad de los directores debemos analizar los arts. 274 a 279.

De lo que se desprende del plexo normativo citado en el acápite anterior podemos afirmar que el mismo tiene en miras la reintegración del patrimonio social injustamente perjudicado por la mala gestión (ilegal, antiestatutaria), por medio del mecanismo indemnizatorio.

La ley de sociedades. -de conformidad con las normas antes transcriptas- establece el siguiente sistema:

i) Si el daño es causado por el mal desempeño según el estándar del art. 59 de la ley 19.550, por la violación del la ley, el estatuto o reglamento, o por cualquier otro producido por dolo, abuso de facultades o culpa grave, quien debe hacerse cargo del mentado daño es el director.

ii) Ahora bien, si no se transgreden esos límites, el daño no debe ser soportado por el órgano de administración, sino que debe recaer en la sociedad. 

Todo ello sin perjuicio de las acciones que la sociedad tenga contra el agente productor del daño.

Este esquema distributivo deberá aplicarse, también, cuando la relación "dañosa" vincule al director con los accionistas; o, incluso, con un tercero.

En síntesis los directores deben responder:

i) por el mal desempeño de su cargo según el estándar de lealtad y del buen hombre de negocios;

ii) por la violación de la ley, el estatuto o el reglamento;

iii) por cualquier otro daño producido por dolo, abuso de facultades o culpa grave.


Siguiendo el lineamiento de mi interpretación respecto del art. 59 LS, el sistema previsto en los arts. 274 y siguientes no es de una responsabilidad objetiva sino que “Lo que se consagra, sí, es una presunción de conocimiento por parte del administrador respecto de lo actuado por los demás co-administradores, que permite preparar el terreno para imputarle una responsabilidad subjetiva por haber omitido tomar los recaudos necesarios para tratar de impedir la actuación dañosa –mediante la adopción de resoluciones contrarias a la ley o el estatuto- de los demás integrantes del órgano o administración”
.

C) Derecho Comparado.-

En este acápite vamos a sintetizar el marco normativo que rige la responsabilidad de los socios, directores y administradores de las personas jurídicas en el derecho comparado. 

C.1) Venezuela.-

En Venezuela la normativa aplicable la encontramos en el Código de Comercio.-

Art. 266: "Los administradores son solidariamente responsables para con los accionistas y para con los terceros: 1. De la verdad de las entregas hechas en caja por los accionistas. 2. De la existencia real de los dividendos pagados. 3. De la ejecución de las decisiones de la asamblea. 4. Y en general, del exacto cumplimiento de los deberes que les imponen la ley y los estatutos sociales. 

Artículo 268: La responsabilidad de los administradores por actos u omisiones no se extiende a aquellos que estando exentos de culpa hayan hecho constar en el acta respectiva su no conformidad, dando noticia inmediata a los comisarios”
. 

C.2) Perú.-

En Perú la ley que rige el tema de estudio es la Ley General de Sociedades N? 26.887, la cual en materia de responsabilidad de los directores de la sociedad anónima textualmente dice: 

“Artículo 174.- Delegación: El directorio puede nombrar a uno o más directores para resolver o ejecutar determinados actos. La delegación puede hacerse para que actúen individualmente o, si son dos o más, también para que actúen como comité. La delegación permanente de alguna facultad del directorio y la designación de los directores que hayan de ejercerla, requiere del voto favorable de las dos terceras partes de los miembros del directorio y de su inscripción en el Registro. Para la inscripción basta copia certificada de la parte pertinente del acta. En ningún caso podrá ser objeto de delegación la rendición de cuentas y la presentación de estados financieros a la junta general, ni las facultades que ésta conceda al directorio, salvo que ello sea expresamente autorizado por la junta general.    

Artículo 177.- Responsabilidad: Los directores responden, ilimitada y solidariamente, ante la sociedad, los accionistas y los terceros por los daños y perjuicios que causen por los acuerdos o actos contrarios a la ley, al estatuto o por los realizados con dolo, abuso de facultades o negligencia grave. Es responsabilidad del directorio el cumplimiento de los acuerdos de la junta general, salvo que ésta disponga algo distinto para determinados casos particulares. Los directores son asimismo solidariamente responsables con los directores que los hayan precedido por las irregularidades que éstos hubieran cometido si, conociéndolas, no las denunciaren por escrito a la junta general.    

Artículo 178.- Exención de responsabilidad: No es responsable el director que habiendo participado en el acuerdo o que habiendo tomado conocimiento de él, haya manifestado su disconformidad en el momento del acuerdo o cuando lo conoció, siempre que haya cuidado que tal disconformidad se consigne en acta o haya hecho constar su desacuerdo por carta notarial.

Artículo 183.- Responsabilidad penal: La demanda en la vía civil contra los directores no enerva la responsabilidad penal que pueda corresponderles”
.

C.3) Colombia.-

En Colombia el tema está regulado por el Código de Comercio, en el Libro Segundo de Las Sociedades Comerciales (Decreto N? 410 de 1971), el cual establece: 

Art. 200: (Modificado. Ley 222 de 1995, Art. 24) "Los administradores responderán solidaria e ilimitadamente de los perjuicios que por dolo o culpa ocasionen a la sociedad, a los socios o a terceros. No estarán sujetos a dicha responsabilidad, quienes no hayan tenido conocimiento de la acción u omisión o hayan votado en contra, siempre y cuando no la ejecuten. En los casos de incumplimiento o extralimitación de sus funciones, violación de la ley o de los estatutos, se presumirá la culpa del administrador"
.

C.4) México.- 

En México el marco normativo lo podemos encontrar en la Ley General de Sociedades Mercantiles.

“Artículo 157: Los Administradores tendrán la responsabilidad inherente a su mandato y la derivada de las obligaciones que la ley y los estatutos les imponen.

Artículo 158: Los administradores son solidariamente responsables para con la sociedad: I.- De la realidad de las aportaciones hechas por los socios; II. Del cumplimiento de los requisitos legales y estatutarios establecidos con respecto a los dividendos que se paguen a los accionistas; III. De la existencia y mantenimiento de los sistemas de contabilidad, control, registro, archivo o información que previene la ley; IV. Del exacto cumplimiento de los acuerdos de las Asambleas de Accionistas.

Artículo 159: No será responsable el Administrador que, estando exento de culpa, haya manifestado su inconformidad en el momento de la deliberación y resolución del acto de que se trate.

Artículo 160: Los Administradores serán solidariamente responsables con los que les hayan precedido, por las irregularidades en que éstos hubieren incurrido sí, conociéndolas, no las denunciaren por escrito a los Comisarios.

Artículo 161: La responsabilidad de los Administradores sólo podrá ser exigida por acuerdo de la Asamblea General de Accionistas, la que designará la persona que haya de ejercitar la acción correspondiente, salvo lo dispuesto en el artículo 163”
.

C.5) Uruguay.-

En Uruguay el marco normativo lo encontramos en la ley 16.060.

El art. 83 del citado cuerpo normativo dice: "Los administradores y los representantes de la sociedad deberán obrar con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Los que falten a sus obligaciones serán solidariamente responsables frente a la sociedad y los socios, por los daños y perjuicios que resulten de su acción u omisión. El juez determinará la parte contributiva de cada responsable en la reparación del daño”
.

Por su parte el artículo 391 establece: “El administrador o los directores responderán solidariamente hacia la sociedad, los accionistas y los terceros, por los daños y perjuicios resultantes, directa o indirectamente, de la violación de la ley, el estatuto o el reglamento, por el mal desempeño de su cargo según el criterio del artículo 83 y por aquellos producidos por abuso de facultades, dolo o culpa grave. Estarán exentos de responsabilidad quienes no hayan votado la resolución y hayan dejado constancia en actas de su oposición o comunicado fehacientemente la misma a la sociedad dentro de un plazo no mayor a diez días, contados a partir de la reunión en que se haya adoptado la resolución o de la fecha en que se haya tomado conocimiento de ella. La abstención o la ausencia injustificada no constituirán por sí solas causales de exención de responsabilidad. Si el opositor no hubiera asistido a la reunión que haya aprobado la resolución deberá solicitar su reconsideración procediéndose luego como se dispone en el inciso anterior.

Cuando se trate de actos o hechos no resueltos en sesiones del directorio, el director que no haya participado en los mismos no será responsable (inciso segundo del artículo 83), pero deberá proceder en la forma dispuesta en el inciso precedente en cuanto lleguen a su conocimiento”
.

C.6) España.-

La ley española que regula la cuestión la podemos encontrar en el Real Decreto Legislativo N? 1564 del  22/12/1989. El mismo establece lo siguiente: 

“Art. 127: Ejercicio del cargo: 1. Los administradores desempeñarán su cargo con la diligencia de un ordenado empresario y de un representante leal. 2. Deberán guardar secreto sobre las informaciones de carácter confidencial, aun después de cesar en sus funciones.

Art. 133: Responsabilidad. 1. Los Administradores responderán frente a la Sociedad, frente a los accionistas y frente a los acreedores sociales del daño que causen por actos contrarios a la Ley o a los Estatutos o por los realizados sin la diligencia con la que deben desempeñar el cargo.  2. Responderán solidariamente todos los miembros del órgano de administración que realizó el acto o adoptó el acuerdo lesivo, menos los que prueben que, no habiendo intervenido en su adopción y ejecución, desconocían su existencia o conociéndola hicieron todo lo conveniente para evitar el daño o, al menos, se opusieron expresamente a aquél.  3. En ningún caso exonerará de responsabilidad la circunstancia de que el acto o acuerdo lesivo haya sido adoptado, autorizado o ratificado por la Junta general”
.

C.7) Principios comunes de las legislaciones analizadas.-

Analizando la legislación de los diferentes países encontramos rasgos comunes, entre los principales podemos enumerar los siguientes

1) La responsabilidad ilimitada y solidaria de los directores en las sociedades anónimas por aquellos actos que sean contrarios al estatuto, a las resoluciones de las asambleas o a la ley, o por los daños producidos por dolo o negligencia.  

2) En principio la responsabilidad es colectiva, es decir la actuación personal de un director no libera al resto de los miembros del directorio de la responsabilidad que le incumbe por el control de la gestión.  La regla es que los directores son responsables, salvo que respecto al acto lesivo hayan dejado constancia de su oposición y/o formulado la oposición ante el órgano que tenga el control societario (síndico, comisario, etc.).

Capítulo VI: Inoponibilidad de las Personas Jurídicas.-

A) Marco Conceptual.


Ya hemos dicho que la sociedad es una persona distinta de los socios que la integran y que incluso tiene un patrimonio propio el cual es independiente del de sus socios.

La teoría de la inoponibilidad o desestimación de la persona jurídica, o también llamada “Disregard of the legal entity”, consiste en quitar la limitación de responsabilidad de los socios, en aquellos supuestos en donde la sociedad ha sido creada con fines extrasocietarios o para violar la ley. En aquellos casos –los cuales profundizaremos y analizaremos minuciosamente con posterioridad- el legislador decidió “romper el velo” y “penetrar” en la realidad, atribuyendo a los hombres que actúan detrás de la sociedad la responsabilidad solidaria por los actos antijurídicos.


Entonces si la sociedad fue creada con el fin de violar la ley, por medio de la teoría del Disregard se le quita esa protección a sus socios y responden frente a terceros de manera ilimitada, con todo su patrimonio. 


Esta teoría es también llamada “descorrimiento del velo societario”, precisamente porque mediante la misma y frente al supuesto ya mencionado se le quita el velo –la protección- dada por el legislador a los socios de las personas jurídicas.


Como hemos descrito en el Acápite I las sociedades comerciales se encuentran estrechamente vinculadas con el desarrollo del Capitalismo y el desarrollo de la economía. Precisamente el legislador tuvo en miras tal cuestión, y decidió prevalecer dicho desarrollo para así lograr el avance y progreso de la economía, en consecuencia del país; por sobre la insolvencia en que pudiera incurrir la persona jurídica, es decir, por sobre acreedores que no pudieran percibir sus créditos.


Dicho de otra manera el legislador, priorizó la acumulación de capitales e inversión, para así lograr un desarrollo económico, aunque en algunos supuestos pudiese resultar injusto, por ejemplo frente a la insolvencia de la sociedad, y que un acreedor no pudiese cobrar lo que le corresponde. Pero el legislador entendió necesario la limitación de responsabilidad, para así encontrar alguna motivación en los socios que aportaban el capital.


Ahora bien, siempre en principios de buena fe, ya que si la persona jurídica fue creada con fines extrasocietarios o para violar la ley, se puso un límite. Ese límite precisamente es la teoría del “descorrimiento del velo societario”, quitándole el “velo” –la protección- que originariamente el legislador le había otorgado a los socios, con miras en el desarrollo económico.


Dicha teoría la tenemos actualmente recepcionada en nuestro ordenamiento en el artículo 54 in fine de la Ley de Sociedades Comerciales, tal como veremos a continuación.


B) Antecedentes.


Anteriormente a la sanción de la ley 22.903 la aplicación de la teoría del “Disregard” surgía del artículo segundo de la ley 19.550, el cual textualmente decía: “la sociedad es un sujeto de derecho con el alcance fijado en esta ley”.


A contrario sensu cuando la sociedad no fuera utilizada para los fines permitidos por la ley, se quitaba el velo societario y los socios de la persona jurídica debían responder con todo su patrimonio.


Tal como su nombre lo indica, la teoría del “Disregard of the legal entity” tiene su origen en el derecho anglosajón, y se encuentra estrechamente relacionada con las normas del derecho civil relacionada con la simulación de los actos jurídicos y el abuso del derecho.


Sin perjuicio de que la ley 19.550 se encuentra vigente, dicha norma sufrió diversas modificaciones entre ellas la sanción de la ley 22.903, mediante la cual se incorporó a la ley 19.550 el artículo 54 in fine, el cual intentó dar una solución concreta a la cuestión. Aunque desde mi punto de vista no surtió efecto, sino que lejos de zanjar la cuestión, trajo una gran polémica y discusión al menos en el derecho laboral, el cual es objeto de estudio del presente trabajo.


C) Marco Normativo


El artículo 54 in fine de la ley de sociedades vigente quedó redactado del siguiente modo: 


“Inoponibilidad de la personalidad jurídica. La actuación de la sociedad que encubra la consecución de fines extrasocietarios, constituya un mero recurso para violar la ley, el orden público o la buena fe o para frustrar derechos de terceros, se imputará directamente a los socios o a los controlantes que la hicieron posible, quienes responderán solidaria e ilimitadamente por los perjuicios causados”.


D) Posturas doctrinarias en torno a la irregularidad registral. 


Preliminarmente cabe aclarar que en materia de derecho laboral existe una gran confusión en torno a las interpretaciones  doctrinarias del artículo en cuestión, por cuanto muchos autores y jueces –en su precedentes- confunden y mezclan la inoponibilidad de la persona jurídica prevista en el artículo 54 in fine de la ley de sociedades, con la responsabilidad ilimitada y solidaria de los administradores y directores prevista en los arts. 59, 274 y concordantes del mismo cuerpo normativo. 


Son innumerables la cantidad de fallos judiciales que podemos encontrar en donde condenan solidariamente a un director o administrador de una sociedad, por temas de irregularidad registral fundados en el artículo 54 in fine de la ley de sociedad.


En consecuencia y para no incurrir en el mismo error por el momento solo analizaré las diferentes posturas e interpretaciones que verdaderamente giran en torno al artículo 54 in fine de la ley 19.550, las cuales paso a desarrollar, y posteriormente me detendré la responsabilidad ilimitada y solidaria de los administradores y directores de las sociedades comerciales dispuesta en los arts. 59 y 274 de la Ley de Sociedades.

D.1) La primera discusión que podemos encontrar en los diversos autores está dada en la interpretación literal de la norma.

A modo meramente pedagógico en este punto voy a hacer una división entre tesis restringida y tesis amplia, describiendo las 2 posturas doctrinarias más “fuertes” en la materia, y luego en el punto d.2) y subsiguientes continuaré describiendo las discusiones que se dan en doctrina, las cuales podemos también acercar a una u otra teoría (restrictiva o amplia) de acuerdo a si tienden o no a considerar que resulta oponible la persona jurídica frente a la irregularidad registral.

A) Tesis amplia:


Algunos consideran que el artículo ut supra mencionado se refiere a diferentes supuestos y en todos ellos existe responsabilidad ilimitada y solidaria de los socios y controlantes. Los defensores de esta teoría argumentan que el legislador puso una coma en la redacción del artículo, en consecuencia si se da cualquiera de los 3 supuestos -que a continuación menciono- resulta procedente la extensión de responsabilidad. Tales supuestos serían:

1.- Cuando los actos de la sociedad encubran la consecución de fines extrasocietarios. Ello sería cualquier acto de la sociedad que no esté orientado a un fin que no sea la producción o intercambio de bienes y/o servicios. No hace falta de que sea ilegítimo ni que exista intención de perjudicar a alguien.

2.- Cuando los actos de la sociedad constituyan un mero recurso para violar la ley, el orden público o la buena fe. Ello sería cualquier acto de la sociedad que tenga como fin transgredir una ley ya sea de orden público o no, o cualquier acto de la sociedad realizado en contra de los principios de buena fe.

3.- Cuando los actos de la sociedad frustren derechos de terceros. 

En consecuencia al entenderse todos ellos como supuestos independientes (debido a la coma impuesta por el legislador en su redacción), consideran que dándose cualquiera de aquellos casos se debe extender la responsabilidad a socios y controlantes de la sociedad. Es decir, que si se prueba el pago en negro o la irregularidad registral sería de aplicación el art. 54 in fine por cuanto se está frustrando el derecho del trabajador e incluso de un tercero –el Estado al no realizarse los correspondientes aportes a los organismos de la Seguridad Social-.  

La descripción del fenómeno que origina las sanciones no se ha limitado al acto de constitución de la sociedad, ni se remonta al origen del ente para tornar aplicable la norma, sino que, la expresión “actuación” debe entenderse también como comprensiva de cualquier acto emanado de los órganos de la sociedad en los cuales se exprese su voluntad y que tenga como víctimas a los terceros ajenos a la sociedad o a algunos de sus integrantes, cuyos derechos puedan ser violados a través de las conductas consumadas por el ilegítimo empleo de las formas societarias.

 Entienden entonces que la irregularidad registral no puede encubrir la consecución de fines extrasocietarios dado que como ya sabemos el principal fin de las sociedades comerciales es el lucro, pero sí que constituye un recurso para violar la ley, el orden público (el orden público laboral expresado en los arts. 7?, 12, 13 y 14, ley de contrato de trabajo), la buena fe (que obliga al empresario a ajustar su conducta a lo que es propio de un buen empleador, art. 63, ley de contrato de trabajo) y para frustrar derechos de terceros (el sistema provisional debido a que no se realizan los correspondientes aportes a la seguridad social).

B) Tesis restrictiva.

Ahora bien, por otro lado los detractores de la tesis amplia entienden que el legislador no estipulo una coma enumerando supuestos en donde resulta de aplicación la extensión de responsabilidad sino que el legislador únicamente se refiere a aquellos supuestos en donde la sociedad ha sido creada con fines extrasocietarios o para violar la ley desde el inicio. Es decir, que para este sector de la doctrina el artículo 54 in fine no es de aplicación frente a la irregularidad registral o el pago en negro, por cuanto y si bien ello puede implicar algún tipo de incumplimiento de normas laborales, el mismo se ha dado con posterioridad a la creación de la sociedad y es un simple incumplimiento contractual. Sostienen que no cualquier incumplimiento da lugar a la aplicación del artículo sino que únicamente en aquellos casos en donde la sociedad desde el inicio ha sido creada con el objeto de violar la ley o con fines extrasocietarios. Como por ejemplo una sociedad creada para lavar dinero. 

Si no fue creada con el fin extrasocietario no corresponde la aplicación de la norma, es decir que si la sociedad no fue creada con el fin de violar las normas laborales no se puede extender la responsabilidad.

Asimismo sostienen que el dispositivo del art 54 in fine debe interpretarse conjuntamente con los arts. 1, 2, 58 y concordantes de la ley de sociedades para mantener la coherencia del sistema de responsabilidad societaria.

Afirman que los actos ilícitos que pudiere realizar una sociedad y que resulten aislados, por si solos no dan lugar a concluir que la figura societaria ha sido utilizada para la consecución de fines extrasocietarios o como meros recursos para tales ilícitos, razón por la cual deben analizarse en relación a otro campo distinto absolutamente ajeno al art. 54 in fine LSC.

Entonces para ellos el incumplimiento de una ley como por ejemplo la Ley Nacional de Empleo no constituye el encuadramiento dentro de la situación fáctica estiupalada en la norma que estudiamos, sino que por el contrario se está confundiendo el incumplimiento en que cualquier sociedad pueda incurrir con la utilización desviada de la sociedad.

Es decir, que para que resulte aplicable la norma en cuestión debe acreditarse y probarse la existencia de una sociedad ficticia o fraudulenta desde su inicio y que tuvo en miras prevaleciéndose de dicha personalidad violar la ley.

La ley de sociedad se orienta a sancionar la utilización ilegal del contrato de sociedad y no la ilegalidad de los actos que ella realiza.

Entonces los defensores de esta tesis entienden que para que sea aplicable la teoría del Disregar la sociedad tendría que haber sido creada “con el único propósito de contratar personal en condiciones marginales o en violación a las leyes de la seguridad social y del trabajo”… “no ha quedado demostrado que la sociedad persiga fines extrasocietarios tal cual lo especifica el art 54, in fine”… “Si el actor hubiera probado en el juicio que Fuar S.A. fue constituida al solo efecto de contratar personal en negro, aunque ello no estuviese plasmado en su objeto por razones obvias de su ilicitud, sería el único caso en el cual podríamos hablar de aplicación de este tipo de sanción
.

En síntesis lo que se debe acreditar es el carácter ficticio o fraudulento de la sociedad y que fue constituida en abuso del derecho y con el propósito de violar la ley, prevaleciéndose de dicha personalidad. No siendo en consecuencia la irregularidad registral un supuesto mediante el cual pueda derivarse que la sociedad se haya constituido solo para consecución de fines extrasocietarios, es decir un mero recurso para violar la ley.

Por todo lo expuesto el art. 54 in fine no puede tratarse de una hipótesis automática –como lo hacen algunos jueces laborales- y su operatividad está sujeta a la configuración, en cada caso particular, de los presupuestos fácticos y normativos que le den lugar.

D.2) Otro tema de análisis es el que gira entorno a la intención del legislador al sancionar el art. 54 in fine y la naturaleza jurídica de las sociedades comerciales.

Como ya hemos expuesto las sociedades (con la consecuente limitación de responsabilidad de sus socios) han sido creadas principalmente para lograr un desarrollo económico, en consecuencia aplicar la responsabilidad ilimitada y solidaria ante un mero incumplimiento de la sociedad, además de ir en contra con lo que tuvo en miras el legislador, conllevaría un retroceso económico.

Recordemos que la normativa societaria ha sido una herramienta mediante la cual el derecho provee al comercio como uno de los “motores” relevantes de la economía.

Entienden que la causal de responsabilidad prevista en el art. 54 in fine de la ley de sociedades debe interpretarse en forma restrictiva porque de lo contrario se dejaría sin efecto el sistema legal estructurado sobre la base del art. 2 de la ley y los arts. 33 y 39 del Código Civil.

Dicho en otras palabras entienden que no puede decirse que la irregularidad registral encubre la consecución de fines extrasocietarios debido que el principal fin de una sociedad comercial es el lucro.

Asimismo entienden que debe prevalecer el principio de conservación de empleo (explicado en el acápite I), precisamente para preservar las fuentes de trabajo.

Incluso los máximos defensores de la tesis restrictiva entienden que una interpretación contraria iría en contra de todo el régimen societario.

D.3) Otro tema de debate es el referente a que existen otras normas que sancionan la irregularidad registral.

Conforme este postulado la irregularidad registral es una infracción que se encuentra penada por otras normas, razón por la cual si el legislador sancionó con otras normas tales supuestos es evidente que el 54 in fine se refiera a otra cuestión y no está sancionando la irregularidad registral. Así surge de algunos precedentes tal como veremos en el acápite siguiente.

Para ellos la inoponibilidad de la personalidad jurídica societaria es una sanción, la cual se encuentra prevista para el caso de que la sociedad se constituya en un recurso para violar la ley, el orden publico, la buena fe o para frustrar derechos de terceros, pero el caso de exista algún tipo de irregularidad registral, en una entidad que se encuentre regularmente constituida, sería un acto ilegal sancionado expresamente por la ley laboral y no por la ley de sociedades. No se está utilizando a la sociedad misma como un instrumento para la comisión de dichas irregularidades.

“Se ha dicho que los jueces laborales no tenían necesidad de recurrir a la normativa comercial, porque la ley de contrato de trabajo era autosuficiente al respecto, y es más, que sencillamente carecían de competencia para ello”
.

En síntesis para los defensores de esta teoría las indemnizaciones de la ley 24.013 y 25.323 son de carácter sancionatorio y en ellas se encuentra debidamente resarcido y sancionado el incumplimiento legal, razón por la cual no resulta aplicable el art. 54 in fine de la ley 19.550

D.4) Otro tema de debate es el referente a si es indispensable o no que la sociedad sea insolvente.

Algunos autores sostienen que para la aplicación del art. 54 in fine de la ley de sociedad es requisito indispensable que la sociedad sea insolvente, de lo contrario no habría razón para aplicar el art. Ut supra indicado.

D.5) Por otra parte son pocos los autores que debaten acerca de la noción del daño y la relación de causalidad.

Aquellos que lo remarcan sostienen que la responsabilidad de la ley de sociedades es de derecho común que obliga a indemnizar el daño, la cual es diferente a la del obligado solidario en las obligaciones laborales, y en consecuencia en caso de existir un responsable solidario  resulta imprescindible acreditar la concurrencia de los presupuestos generales del deber de reparar y ello por cuanto la solidaridad no se presume sino que debe ser juzgada en forma restrictiva.

Asimismo para imponer la responsabilidad solidaria (ya sea de directores, socios o administradores) por deficiencia en la registración u omisión de la misma resulta indispensable acreditar el daño. 

Incluso entienden que la responsabilidad es por la actuación personal de cada uno y no alcanza a otras que no correspondan a la gestión.


E) Efectos.-


En el caso de que se configure –de acuerdo a las teorías recientemente explicadas- el supuesto del artículo 54 in fine de la ley 15.550, sus efectos serían los siguientes:

1.- Se le imputarán dichos actos a los socios o controlantes, como si los hubieran realizado ellos mimos.

2.- Los socios o controlantes de la sociedad deberán responder por los daños y perjuicios que hayan ocasionado con la realización de dichos actos.


F) Responsabilidad de Administradores y Directores de las Sociedades Comerciales.-

Como ya hemos anticipado, tanto la doctrina como la jurisprudencia confunden la inoponibilidad de la persona jurídica prevista en el art. 54 in fine de la ley de sociedades con lo normado en los arts 59 y 274 del mismo cuerpo normativo, en lo referente a la responsabilidad ilimitada y solidaria que causen por su acción u omisión, estando vinculada su responsabilidad con la diligencia del buen hombre de negocios, tal como ya hemos estudiado.

Pese a que será tratado con mayor profundidad en el acápite siguiente, mediante diversos fallos jurisprudenciales, quiero remarcar que algunos autores confunden las normas y los conceptos que estamos estudiando al entender que un error en la registración laboral no configura una trasgresión a los deberes de lealtad y diligencia propios de un buen hombre de negocios como para posibilitar la extensión de la responsabilidad a los socios o administradores en forma solidaria e ilimitada.

Capítulo VII: Jurisprudencia en materia laboral de los arts 54 in fine, 59 y 274 de la ley 19.550.-

A) Arts. 54 in fine Ley de Sociedades.


A modo meramente pedagógico y a los efectos de esquematizar la cuestión para mayor facilidad en su entendimiento he de dividir los precedentes judiciales en 3 ámbitos: 1) Doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 2) Doctrina de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires. 3) Doctrina de la Cámara Nacional de Apelaciones de Capital Federal y Juzgados de Primera Instancia de igual ámbito.


Dentro de esta división podemos realizar una subdivisión entre Tesis Amplia y Restringida, siguiendo los lineamientos apuntados en el acápite anterior.

A.1) En este caso la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha inclinado por la tesis restringida al entender: “En el caso, estimo que la sentencia no cumple dichos recaudos, en tanto que no ha quedado acreditado que estemos en presencia de una sociedad ficticia o fraudulenta, constituida en abuso del derecho y con el propósito de violar la ley (v. fs. 45), que, prevaliéndose de dicha personalidad, afecta el orden público laboral o evade normas legales, extremo al que se añade que tampoco se advierte -en rigor, no lo ha postulado así el decisorio de la Sala- que estén reunidos los elementos necesarios para considerar que entre los co-demandados a título personal y el actor existía un contrato de trabajo (fs. 451).

En el marco precedentemente descrito, aprecio que los jueces han prescindido de considerar que la personalidad diferenciada de la sociedad y sus socios y administradores constituye el eje sobre el que se asienta la normativa sobre sociedades anónimas y que ésta configura un régimen especial porque aquéllas constituyen una herramienta que el orden jurídico provee al comercio como uno de los relevantes motores de la economía. Desde esta perspectiva, no alcanzo a advertir que, el contexto probatorio del caso, posea virtualidad suficiente como para generar la aplicación de una causal de responsabilidad en materia societaria de orden excepcional, sin la suficiente y concreta justificación; ni que los motivos expresados provean del debido sustento a la inteligencia conferida al precepto en examen”
.

Sin perjuicio de que en la causa  “Davedere” la Corte no trató el fondo del asunto en cuanto a la inoponibilidad de la persona jurídica debido a la inadmisibilidad del recurso, sí lo hizo el ministro Ricardo Lorenzetti, que fijó su postura en disidencia y estableció los presupuestos que tornaban viable la extensión de la responsabilidad a los administradores societarios ante reclamos laborales.

El Dr. Lorenzetti trajo un nuevo argumento para la tesis restrictiva, que es la insolvencia de la sociedad para que sea aplicable el art. 54 in fine de la ley de sociedades.

Sostuvo el Ministro en su voto que "la doctrina de la desestimación de la personalidad jurídica debe emplearse en forma restrictiva, pues su aplicación requiere la insolvencia de la sociedad", "ya que ante la inexistencia de un perjuicio concreto a un interés público o privado no se advierten razones que justifiquen si aplicación, y aun en este supuesto es preciso acreditar el uso abusivo de la personalidad, dado que no cabe descartar que la impotencia patrimonial haya obedecido al riesgo propio de la actividad empresaria".

Lorenzetti agregó que "resulta imprescindible acreditar la concurrencia de los presupuestos generales del deber de reparar", y demostrar que "ha mediado mal desempeño, violación de la ley, estatuto, reglamento, dolo, abuso de facultades y culpa grave de los administradores".


A.2) En el ámbito de la Provincia de Buenos Aires –a diferencia de lo que ocurre en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- en general entiendo que existe más reticencia a extender la responsabilidad a los socios, administradores y directores de la sociedad, de todas formas existen precedentes en todos los sentidos.


En los autos “De Luca Marcelo F. c/ Manfidan S.R.L. y otros s/ despido”, se ha incorporado un aspecto novedoso que es la noción de que la irregularidad registral no habilita a quitar el velo a la sociedad pero por una cuestión diferente a lo que normalmente venían diciendo las tesis restrictivas incorporando una nueva cuestión: la inoponibilidad de la persona jurídica es una sanción ante determinados supuestos, dentro de los cuales no se encuentra la irregularidad registral por cuanto ya se encuentra su sanción en la normativa laboral.

Textualmente han dicho: “6. En lo que respecta al segundo tramo de la impugnación, la cuestión a dilucidar queda circunscripta a determinar si el abono de salarios "en negro" o parcialmente clandestino importa la realización de maniobras, fraude o abuso de la personalidad jurídica de la sociedad que habilite el corrimiento del velo societario para comprometer la responsabilidad individual de sus integrantes, directores o administradores. 

Al respecto, esta Corte en las causas L. 81.550, "Avila" (sent. del 31-VIII-2005) y L. 85.741, "Cortina" (sent. del 25-IV-2007) -cuyos fundamentos comparto y que, en lo pertinente, he de reproducir en la especie- siguiendo los criterios expuestos por el máximo Tribunal de la Nación en las causas P.1013.XXXVI in re, "Palomeque c/ Benemeth S.A. y otro" , sent. del 3-IV-2003 y T.458.XXXVIII, "Tazzoli c/Fibracentro S.A. y otros" , sent.del 4-VII-2003, estableció que debe inhibirse la aplicación indiscriminada de la desestimación de la personalidad jurídica del ente societario, en aquellos casos en que sólo se comprueba la irregular registración de los datos relativos al empleo. 

Y ello así, porque la inoponibilidad de la personalidad jurídica societaria es una especie de "sanción" prevista para el caso de que la sociedad se constituya en un recurso para violar la ley, el orden público, la buena fe o para la frustración de derechos de terceros (art. 54, L.S.), pero no en situaciones como la de autos, en que nos hallamos ante una entidad que se encuentra regularmente constituida, y que en función de su actividad social comete actos ilegales sancionados expresamente por la ley laboral, como es el caso del empleo no registrado, es decir, en definitiva, cuando no se utiliza a la sociedad misma como un instrumento para la comisión de dichas irregularidades. 

Téngase en cuenta que numerosas normas han sido dictadas para desalentar o contrarrestar la evasión y el fraude laboral habitualmente denominado trabajo "en negro" (leyes 24.013; 24.769; 24.073; 24.557; 25.212; 25.323; 25.345). Todas ellas imponen consecuencias disvaliosas para sus ejecutantes. En particular, las leyes 24.013, 25.323 y 25.345 instrumentan medidas de agravamiento indemnizatorio en beneficio del trabajador afectado, con denuncia a la A.F.I.P. en lo atinente al perjuicio que la infracción genera a las arcas públicas. 


En síntesis, el ordenamiento laboral ha fijado genuinos instrumentos para combatir y contrarrestar las inadecuadas prácticas empresariales a que me he referido. Pero, claro está, debe elegirse el adecuado. 


7. Por lo tanto, no corresponde -so pretexto de apontocar la protección contra este flagelo- desbordar la gama de los legitimados pasivos de las pretensiones indemnizatorias mediante una hermenéutica que desconozca los alcances del texto legal. 

Ello obviamente no importa negar la posibilidad de imputar diversas actividades de la sociedad a los socios o controlantes (a rt.54, L.S.), cuando en el caso sean alegados y demostrados sus presupuestos de aplicación; lo que, reitero, no ha sucedido en autos”
.

En un reciente fallo la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires ha dicho: “No se extiende la responsabilidad a los socios en los términos del art. 54 LS, pues si bien la sociedad cometió actos ilegales, como es el caso del empleo no registrado o deficientemente registrado o la falta de depósito de los aportes previsionales, de ello no cabe concluir que se utilizó la sociedad como un instrumento para la comisión de dichas irregularidades.

b. El juzgador de grado -como señalé- consideró que no correspondía responsabilizar solidariamente a Bogdan Ojcius y José Ojcius en su carácter de socios de Eben Ezer S.A.por los ilícitos en que incurrió esta última, por cuanto, si bien juzgó que en el caso se alegaron diversos hechos para justificar la aplicación de la norma -tales como la deficiente registración de los contratos de trabajo, la falta de depósito de los aportes previsionales o la cesión de bienes que conforman el activo social para constituir otra empresa-, y que los mismos se tratan de actos ilícitos, concluyó: i) por un lado, que para imputar a los socios o controlantes la responsabilidad por la comisión de actos ilícitos por parte del ente ideal "es menester (.) que la sociedad constituya un 'mero recurso', es decir una pantalla que encubra los fines ilícitos como verdadero propósito de su constitución (.). A tal fin debe mediar necesariamente un vicio en la causa del negocio societario que se traduzca en un uso abusivo de la personalidad societaria", a la vez que entendió que no existe abuso de la personalidad que lo habilite a prescindir de la misma, cuando para la comisión de los ilícitos no resulta necesario su empleo (v. sent., fs. 673 vta./674). ii) Por otro, juzgó que los actos ilícitos alegados son sobrevinientes a la constitución de la sociedad y "no puede afirmarse que constituyan evidencia de que la misma tenía propósitos desviados de los declarados en el contrato social desde que para su realización no es menester el abuso de la personalidad" (v. sent., fs. 674 vta.; el resaltado me pertenece)…

La inoponibilidad de la personalidad jurídica societaria es una especie de "sanción" prevista para el caso de que la sociedad se constituya en un recurso para violar la ley, el orden público, la buena fe o para la frustración de derechos de terceros (art. 54, L.S.C.). 

Como afirma Palacio, "la teoría del abuso de la personalidad jurídica habilita a imputar las consecuencias de un determinado negocio jurídico a los socios que participaron en ella cuando la sociedad fue un mero ‘instrumento' para perjudicar a terceros o para violar la ley". Por lo que el instituto opera "cuando el o los actos ilícitos aislados cometidos por la sociedad son, en rigor, actos cometidos por los socios valiéndose de la sociedad como instrumento" (Palacio, Lino E., "La responsabilidad de los socios por multas laborales a la sociedad: una peligrosa generalización", L.L., 2002-C-1191)…

e. En aquella oportunidad -al igual que en el caso de autos-, nos hallamos ante una entidad regularmente constituida, con auténticos fines, que en su actividad social comete actos ilegales sancionados expresamente por la ley, como es el caso del empleo no registrado o deficientemente registrado o la falta de depósito de los aportes previsionales. No se utilizó la sociedad como un instrumento para la comisión de dichas irregularidades. 

Del mismo modo, en la especie, el tribunal del trabajo hubo de considerar como elemento dirimente, que la personalidad jurídica no fue utilizada como un mero instrumento para perjudicar a terceros o para violar la ley, razón por la cual, rechazó la extensión de la condena a los socios demandados. 
f. Se agregó en dicho precedente que numerosas normas han sido dictadas para desalentar o contrarrestar la evasión y el fraude laboral habitualmente denominado trabajo "en negro" (leyes 24.013 ; 24.769 ; 24.073 ; 24.557 ; 25.212 ; 25.323 ; 25.345 ). Todas ellas imponen consecuencias disvaliosas para sus ejecutantes. En particular, las leyes 24.013, 25.323 y 25.345 instrumentan medidas de agravamiento indemnizatorio en beneficio del trabajador afectado, con denuncia a la A.F.I.P. en lo atinente al perjuicio que la infracción genera a las arcas públicas. 

En síntesis, el ordenamiento laboral ha fijado genuinos instrumentos para combatir y contrarrestar las inadecuadas prácticas empresariales a que me he referido. Pero claro está, debe elegirse el adecuado. 
g. Por lo tanto, considero que no corresponde -so pretexto de apontocar la protección contra este flagelo- desbordar la gama de los legitimados pasivos de las pretensiones indemnizatorias mediante una hermenéutica que desconozca los alcances del texto legal. 

Ello obviamente no importa negar la posibilidad de imputar diversas actividades de la sociedad a los socios o controlantes (art. 54, L.S.C.) o extender la respon-sabilidad a los directores de la entidad (art. 274, cuerpo cit.), cuando en el caso sean alegados y demostrados sus presupuestos de aplicación; lo que, insisto, no ha sucedido en autos.

h. Ahora bien, con respecto al ilícito alegado por los quejosos relativo a la cesión por parte de la demandada de bienes que constituyen el activo social para constituir otra empresa; he de resaltar que el argumento definitorio del tribunal en virtud del cual juzgó que -más allá de que los actos ilícitos alegados sean sobrevinientes a la constitución de la sociedad- ". no puede afirmarse que constituyan evidencia de que la misma tenía propósitos desviados de los declarados en el contrato social desde que para su realización no es menester el abuso de la personalidad" -v. sent., fs.674 vta.-, no fue objeto de réplica alguna, siendo que el recurso deducido sólo se sustenta en reflexiones personales del quejoso, que no se hacen cargo de esta conclusión esencial del fallo (conf. causa L. 74.824, "Guevara", sent. del 17-VII-2003; entre otras), ni de la ilación conceptual que guió el razonamiento del a quo para arribar a la definición central de la decisión, transitando, por el contrario, carriles diversos al del fallo que ataca.

Ello así, atento a que la alegación del recurrente halla sustento en su pretensión de demostrar que los actos ilícitos invocados constituyeron un mero recurso para violar la ley, la buena fe y frustrar los derechos de terceros (razón por la cual se debería aplicar la teoría del "disregard"), evidenciando la sola exposición de un criterio personal y discordante frente a la solución a la que arribó el juzgador de grado. 

En tal sentido, esta Corte ha declarado reiteradamente que es manifiestamente insuficiente el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley que denota ausencia de argumentos conducentes a desvirtuar el contenido lógico-jurídico de la sentencia (conf. causas L. 88.000, "Velázquez", sent. del 22-X-2008; L. 87.862, "Cardozo", sent. del 16-V-2007; L. 84.092, "Rodríguez", sent. del 24-VIII-2005), parcializando la impugnación y soslayando la referencia a fundamentos que, en tanto se revelan por sí esenciales, acordaron a la resolución debido sustento (conf. causas L. 88.000, "Velázquez", cit.; L. 82.932, "Calvo", sent. del 30-V-2007; L. 67.654, "Frías", sent. del 3-VIII-1999)…”
.


A.3) En el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires podemos encontrar fallos de lo más variados, tanto en primera instancia como en la Cámara Nacional de apelaciones del Trabajo, aunque en general se inclinan por la aplicación de la tesis amplia.


Como precedentes más resonantes podemos encontrar los siguientes:


Tesis amplia.

“No podría decirse que el pago en negro encubre en este caso la consecución de fines extrasocietarios, puesto que el principal fin de una sociedad comercial es el lucro; pero sí que constituye un recurso para violar la ley, el orden público (el orden público laboral expresado en los arts. 7?, 12, 13 y 14 de la LCT), la buena fe (que obliga al empresario a ajustar su conducta a lo que es propio de un buen empleador, art. 63 de la LCT) y para frustrar derechos de terceros (a saber, el trabajador, el sistema previsional, los integrantes del sector pasivo y la comunidad empresarial, según ya se ha indicado).

Ahora bien, no se ha probado en autos que la codemandada Silvia Cao fuera socia de Fuar S.A., por lo que no le resulta aplicable el art. 54 de la ley 19.550. Sin embargo, en su carácter de Presidente del Directorio de dicha sociedad (fs. 134) y en virtud de lo dispuesto por el art. 274 de dicho cuerpo legal responde ilimitada y solidariamente ante los terceros -entre quienes se encuentra la actora-, por la violación a la ley -supuesto que se encuentra configurado en el caso, en virtud de lo señalado precedentemente- ya que no ha probado que se opusiera a dicho actuar societario, ni mucho menos que dejara asentada su protesta y diera noticia al síndico de la misma, único medio de eximirse de tal responsabilidad (conf. últ. párr. art. 274 citado). En consecuencia, propiciaré que se haga lugar a la queja de la accionante”
.


En similar sentido resulta un precedente importante el fallo Delgadillo Linares, Adela c/ Shatell S.A y otros, en el cual han dicho:

“El fallo llega firme a esta instancia en el punto referido, por lo que debe tenerse por cierto que, tal como lo invocara la parte actora en su demanda, la demandada incurría en la práctica de no registrar ni documentar una parte del salario efectivamente convenido y pagado, práctica comúnmente denominada "pago en negro" y prohibida por el art. 140 de la LCT y por el art. 10 de la Ley de Empleo.

La conducta asumida por la empleadora constituye un típico fraude laboral y previsional, ya que tiene normalmente por objeto y efecto disminuir en forma ilegítima la incidencia del salario normal en las prestaciones complementarias o indemnizatorias y en los aportes al sistema de seguridad social. El pago en negro perjudica al trabajador, que se ve privado de aquella incidencia; al sector pasivo, que es víctima de la evasión, y a la comunidad comercial en cuanto, al disminuir los costos laborales, pone al autor de la maniobra en mejor condición, para competir en el mercado, que la reservada a otros empleadores respetuosos de la ley.

Ahora bien, el art. 54 de la ley 19550, en el último párr. agregado por la ley 22903 , dispone "La actuación de la sociedad que encubra la consecución de fines extrasocietarios, constituya un mero recurso para violar la ley, el orden público o la buena fe o para frustrar derechos de terceros, se imputará directamente a los socios o a los controlantes que la hicieron posible, quienes responderán solidaria e ilimitadamente por los perjuicios causados".
No podría decirse que el pago en negro encubre en este caso la consecución de fines extrasocietarios, puesto que el principal fin de una sociedad comercial es el lucro; pero sí que constituye un recurso para violar la ley (las normas antes citadas), el orden público (el orden público laboral expresado en los arts. 7 , 12 , 13 , y 14 de la LCT), la buena fe (que obliga al empresario a ajustar su conducta a lo que es propio de un buen empleador, art. 63 de la LCT) y para frustrar derechos de terceros (a saber, el trabajador, el sistema previsional, los integrantes del sector pasivo y la comunidad empresarial, según ya se ha indicado)”
. 

Por su parte en otro de los fallos resonantes se ha dicho:

“No   puede   decirse  que  la  falta  de  registro  de  la  relación de    trabajo,    como    la    práctica    de  abonar  parte de la remuneración  al    margen    de    los    recibos,   encubran  la consecución    de    fines  extrasocietarios,  pues  el  principal objetivo    de  una  sociedad comercial   es   el   lucro,   pero sí    que   constituyen  recursos encaminados  a  violar  la  ley, el    orden público, la buena fe que se  requiere  del  empleador, y  para frustrar derechos de terceros, por  lo  que  es  aplicable el  art.  54,  último  párr., de la ley 19.550”
.


En otro precedente la Cámara ha establecido:

“Es aplicable la doctrina prevista en el artículo 54 de la Ley 19.550 cuando la sociedad, si bien tiene un objeto lícito, esta formalmente constituida y también es lícita su actividad, pero incurre en su gestión en actos prohibidos por las leyes aún cuando persiga fines sociales lucrativos violando el criterio de funcionalidad consagrado por el artículo segundo de la ley de sociedades. En tanto las mismas constituyen realidades jurídicas que el ordenamiento solo reconoce para que un grupo de individuos realice actos lícitos y el lucro no puede ser obtenido sobre la base de la antijuricidad… No puede sostenerse que el tercer párrafo del artículo 54 infine de la ley 19.550 solo resulte aplicable cuando la personalidad jurídica ha sido creada con la única finalidad de violar la ley y frustrar derechos de terceros, púes la sociedad formada con esa única finalidad es la que tiene objeto ilícito que merece una regulación propia en la referida ley (Arts. 18 y 19 de la ley 19.550). En la especie, la sociedad tiene un objeto lícito, esta formalmente constituida y también en lícita su actividad, pero en su gestión incurre en actos prohibidos por las leyes…”
.


Asimismo se ha dicho:


“Si de las constancias de la causa surge que corresponde aplicar la llamada "teoría de la penetración" cabe responsabilizar incluso a los socios que no han sido miembros del órgano de dirección, sino se ha probado que emplearon ganancias de la sociedad para la adquisición de bienes personales”
. 

Tesis Restringida:

Dentro de este sector encontramos fallos que han dicho:

“No existe disposición legal que autorice la atribución automática de la controlante de los actos realizados por la sociedad controlada, por esta sociedad es un sujeto de derecho con entidad jurídica diversa y distinta de los socios que la integran, aunque va de suyo que este principio admite excepciones en los supuestos en que la forma societaria se haya utilizado para violentar los derechos de terceros, o para la consecución de fines extra societarios, o cuando constituye un recurso para violar la ley, el orden público o la buena fe. En tales supuestos cabe acudir a la doctrina del disregar of legal entity, que de alguna manera recoge la reforma de la ley de sociedades en el artículo 54, segunda parte… La desestimación de la personalidad societaria debe ser utilizada cuidadosamente, pues su aplicación y restricta llevaría a consagrar la excepción como regla: circunstancias que no fue lo que inspiró el nacimiento de tal remedio jurídico”
. 

B) Arts. 59 y 274.-

En este punto vamos a citar fallos en torno a la responsabilidad de los administradores y directores de las sociedades comerciales, a lo cual y tal como ya hemos adelantado en algunos precedentes vamos a poder observar cierta confusión en torno a la aplicación de los arts. 54, 59 y 274 de la ley de sociedades.

Liminarmente podemos destacar el fallo “De Luca Marcelo F. c/ Manfidan S.R.L. y otros s/ despido”, mediante el cual se puede observar la confusión ut supra indicada.

“corresponde señalar que la acción intentada contra representantes de una sociedad fundada en el art. 59 de la Ley de Sociedades, se basa en la responsabilidad delictual de la persona física del órgano societario (conf. causa L. 74.827, sentencia del 28-VIII-2002), configurando así un instituto de responsabilidad con requisitos y alcances distintos al que recepta el párrafo final del art. 54 de dicho cuerpo normativo.


4. Establecido lo anterior, y a partir de una detenida lectura del libelo impugnatorio, se verifica que si bien la crítica se encuentra inicialmente fincada en la denuncia de violación del art. 59 de la ley 19.550, se endereza luego a justificar la errónea aplicación del art. 54 de la citada ley”
. 


Ahora bien, en el mismo precedente luego se analiza la cuestión relativa a la extensión de responsabilidad respecto de los administradores y directores de la sociedad (no de los socios lo que está previsto en el 54 in fine de la ley de sociedades), es decir si el hecho de que exista irregularidad registral en algún trabajador hace que se configure el presupuesto del artículo 59, es decir no actuar con la diligencia de un buen hombre de negocios.


En este sentido han entendido: “Como se adelantó, en el caso, el tribunal de grado consideró que el hecho de que se hubieran efectivizado pagos parcialmente indocumentados no configuraba una trasgresión a los deberes de lealtad y diligencia propios de un buen hombre de negocios, con entidad tal como para posibilitar la extensión de responsabilidad hacia los socios administradores (fs. 405 y vta.).

Dicha conclusión, alcanzada por el sentenciante de grado en uso de facultades privativas, no logra ser desvirtuada por el quejoso. En efecto, mediante la reiteración de los argumentos expuestos en su escrito de inicio, el embate se limita a contraponer un criterio discrepante con lo resuelto en el pronunciamiento atacado, lo que -sabido es- resulta de suyo insuficiente”
.

A continuación citaremos otros precedentes en la materia:

“La ausencia de registración de la relación laboral habida con el actor y el pago de sus haberes “en negro” no permite concluir válidamente que la actividad de la demandada encubría la prosecución de fines extrasocietarios o que su actuación constituía un mero recurso para violar la ley, el orden público, la buena fe o para frustrar derechos de terceros.

Los criterios consagrados en los arts. 54, tercer párrafo y 274 de la ley 19550, por su carácter de excepción, deben ser apreciados restrictivamente. Ello así, en razón del sistema estatuido por nuestro ordenamiento legal para el reconocimiento de la personalidad jurídica en general y de las sociedades comerciales en particular, y para delimitar la responsabilidad de los socios”
.


Asimismo han dicho:


“Si bien los incumplimientos detectados en el presente (incorrecta registración), serían suficientes en virtud de las disposiciones de los arts. 54 y 274 de la Ley de Sociedades para extender la condena a las personas responsables de la conducción societaria allí enumeradas, no corresponde adoptar tal decisión ante la falta de acreditación de la calidad de directores o socios de los demandados en autos”
.

En otro precedente se ha dicho:

 
“La aislada comisión de ilícitos laborales por parte de una sociedad que funciona normalmente no justifica que se aplique la teoría de la desestimación de la personalidad jurídica, la que sólo procede cuando sus socios o controlantes han utilizado la sociedad como una mera pantalla o instrumento para cometer actos abusivos o fraudulentos.

Teniendo en cuenta lo normado en el art. 274 LS, el Presidente de la SA resulta responsable solidario al no haber cumplido con las obligaciones que tenía a su cargo, cometiendo ilícitos laborales en perjuicio de terceros (el actor, los organismos de seguridad social, etc.), por lo que debe ser condenado”
.


Finalmente en otro precedente se ha establecido:

"El administrador de la sociedad incurre en responsabilidad, frente a los terceros, respecto de los daños que se encuentran en una relación de causalidad adecuada con el acto u omisión que se le reprocha (artículos 901/906 del Código Civil).

El artículo 274 no la extiende a todos los supuestos en los que se verifica una responsabilidad de la sociedad respecto de terceros -o, dicho de otra manera, no le imputa directamente las consecuencias de actos de la sociedad, efecto del allanamiento de la personalidad societaria, según, aquí sí, el artículo 54-.

La operatividad de la norma requiere la individualización del daño concreto, que, en los casos como el presente, serán aquellos que sufra el trabajador como consecuencia de la falta o deficiencia de registro.

Excede los límites del sistema extender esa responsabilidad a la totalidad de los créditos que no se relacionan directamente con el acto u omisión evasivos, como las indemnizaciones legales o los recargos. Este exceso, que se verifica en este caso, aconseja la revisión del decisorio y el rechazo de la demanda"
.

Incluso existen fallos donde condenan al director suplente de la sociedad: “Para más, no estuvo en discusión que los codemandados (al menos durante el transcurso de la relación de trabajo de los actores) actuaron como Presidente del Directorio y como Director Suplente de cada una de las sociedades empleadoras, lo cual da pie para extenderles la responsabilidad por el pago de la condena, en forma solidaria (del Voto del Dr. Guibourg en mayoría).

Respecto a los directores suplentes en los autos "JEREZ CARLOS JOSE C/ OSWAL S.A. Y OTROS S/ DESPIDO" la sala VII de la CNAT dijo: “Finalmente, con relación al Sr. Emanuel Francisco Piccione, no se encuentra discutida su intervención en la actividad de la empresa demandada, ello ya que si bien aduce que sólo formó parte de la misma como "Director Suplente" y que en ningún momento asumió el cargo, lo cierto es que el testigo Samaniego a fs. 92 lo señaló como "jefe" y como una de las personas encargadas de pagar el salario del actor.-

Como consecuencia de lo expuesto precedentemente propicio la confirmación del fallo en este punto”
.-

C) Análisis de los presupuestos de la responsabilidad Civil.-

Capítulo aparte merece el presente punto en tanto que es uno de los temas centrales del trabajo. Tema que se plantea como uno de los más novedosos en tanto que son casi nulos los fallos que analicen los presupuestos de la responsabilidad. Solo he encontrado 2 precedentes.

1.- “Esta conducta (dolosa y en violación de la ley) genera la responsabilidad de los codemandados …, en los términos de los citados arts. 54, 59, 157 y 274 de la L.S., pero sólo respecto de los perjuicios que sean consecuencia de esa ilicitud que, en el caso, están representados por las indemnizaciones derivadas de las irregularidades registrales y de la ruptura del contrato –motivada, entre otras razones, por la negativa de la demandada a subsanar dicha irregularidad–, es decir los rubros 2 a 5 y 8 a 10 de la liquidación practicada en el considerando 9?. Ello es así, porque la acción de responsabilidad contra los directores está sujeta a los presupuestos de la teoría general de la responsabilidad civil, entre los que se encuentra la adecuada relación de causalidad entre la inconducta y el daño causado (CNCom., sala E, 18/3/98, “Industrias Record SA c/Calvo, Marta E.”, LL, diario del 31/8/98). Este último requisito cumple la función de precisar el alcance de la reparación, ya que el daño es indemnizable sólo en la medida en que responde al hecho generador como consecuencia jurídicamente atribuible al responsable (C.N.Com., Sala A, 8/9/04, “Meza de Ruiz Díaz Telma A. c/Transporte El Trébol y otros”, LL, diario del 24/11/04). Lo mismo cabe decir de la acción de responsabilidad contra los socios, máxime cuando, según el texto del citado art. 54 de la L.S., la obligación de responder se limita a “los perjuicios causados” como consecuencia de la actuación ilícita.

En resumen, cabe responsabilizar a los codemandados …, con sustento en los arts. 54, 59, 157 y 274 de la L.S., en forma solidaria e ilimitada, por los daños que son consecuencia de su conducta fraudulenta (la falta de inscripción y la inscripción defectuosa), cuya reparación está representada (como dije antes), por los rubros 2 a 5 y 8 a 10 de la liquidación efectuada en el considerando 9?.

En cambio, no hay razón para hacerlos personalmente responsables por los otros rubros reclamados (salarios, certificados y aguinaldos), pues estos créditos tienen su origen en la prestación del trabajo, o en simples incumplimientos contractuales, pero no en una actuación fraudulenta de los socios y administradores. En otras palabras: no guardan relación causal con la inscripción defectuosa de la relación laboral”.

Mutatis mutandi, estos razonamientos resultan aplicables al “sub lite”, dado que, conforme surge de las declaraciones testificales referidas, las codemandadas Blanco y García no podían desconocer la conducta ilícita constatada en autos (pago de parte de la remuneración “en negro”), por lo que correspondería extenderles la condena, con sustento en el citado art. 54 de la L.S., aunque sólo respecto de los rubros que guardan relación causal con esa conducta ilícita, es decir: a) las indemnizaciones por antigüedad y omisión del preaviso (con su SAC), la integración del mes de despido y la duplicación del art. 16 de la Ley 25.561 (dado que el despido indirecto se produjo –entre otras cosas– por esa deficiencia registral); y b) las indemnizaciones de los arts. 10 y 15 de la Ley 24.013… Más adelante cuantificaré esa responsabilidad
”


2.- “De esta forma, la responsabilidad del administrador frente a las consecuencias del empleo no registrado debe ser juzgada aplicando las reglas generales del sistema de responsabilidad del derecho común mas las normas propias de las materias societarias, laborales y fiscales; por lo cual, la responsabilidad del administrador presupone la existencia de los elementos típicos del sistema de responsabilidad: antijuridicidad, el factor de atribución, el daño y la relación de causalidad…


Por lo tanto, la falta de inscripción de la relación laboral que mantenía la sociedad administrada por el demandado con el actor es un acto ilícito del administrador Sr. Joaquín Salord…


El daño: dentro de los presupuestos del sistema de responsabilidad, el daño constituye el punto de partida, en tanto sin daño jurídico no hay responsabilidad que atribuir. Si bien como principio general quien alega un daño tiene la carga de probarlo, en el especial sistema del Derecho del trabajador tiene a su favor la determinación legal de la existencia y cuantía del daño…


En lo que respecta a ésta litis, sobre el daño provocado al actor por la falta de registración laboral la ley 24.013 y 25.323 -aplicables según el caso- presumen la existencia y cuantía del daño resarcible…


Relación de causalidad: corresponde en ésta etapa analizar en abstracto si el resultado dañoso puede ser atribuible al obrar del administrador de la sociedad. Conforme los términos de ésta litis, el Sr. Joaquín Salord como administrador de la sociedad Magnum S.R.L. Pudo lógicamente prever (art. 901, cód. Civil) que el incumplimiento de registrar la relación laboral del actor con Magnum S.R.L desde el mismo comienzo de la prestación de servicios dependientes tiene como consecuencia inmediata la clandestinidad de dicha relación laboral y la afectación de le expectativa previsional del actor y su cobertura de seguridad social…


Asimismo, la relación de causalidad determina la cuantía del daño resarcible. Esta cuantía dependerá, en principio, del sistema de responsabilidad aplicable: contractual o extracontractual. En ésta litis nada se ha invocado al respecto, y la doctrina y jurisprudencia no es pacífica sobre éste tema. Sin embargo, la parte actora demanda el pago de las indemnizaciones legales que liquida a fs. 15, y sobre las cuales el a quo ha declarado la procedencia parcial de algunos rubros. Sobre estos rubros acogidos, la relación de causalidad entre el acto ilícito culposo del demandado y el daño ocasionado por la inadecuada registración de la relación laboral sólo puede abarcar los daños producidos por este hecho ilícito y, dentro de los rubros reclamados, ello se refleja únicamente en la indemnización de la ley 24.013…


Por último, en relación a la condena del administrador Sr. Joaquín Salord, corresponde determinar el carácter de la obligación impuesta: la que será en forma personal ilimitada y solidaria conforme el art. 274 de la LSC…


Por lo expuesto, voto por hacer lugar al agravio expresado por el comandado Joaquín Salord y modificar la sentencia recurrida estableciendo que la condena al pago se impone en su calidad de administrador de la sociedad Magnum S.R.L., que la misma se extiende únicamente al rubro de indemnización de la ley 24.013 conforme ha sido dispuesto por el a quo, y que la obligación impuesta es personal, ilimitada y solidaria con la sociedad administrada..”
. 


Capítulo VIII: Opinión y Conclusión.- 

1.- Preliminarmente antes de ingresar en mi opinión respecto al tema objeto de estudio quiero dejar claro una diferenciación, que a primeras luces parece innecesaria, pero que en algunos fallos hemos encontrado alguna confusión.

Tal como ya hemos desarrollado a lo largo del presente trabajo no es lo mismo la responsabilidad que surge del artículo 54 in fine de la Ley de Sociedades que la responsabilidad de los arts. 59, 274, y concordantes del citado cuerpo normativo.

En el primer caso su responsabilidad viene por el carácter de socio de la sociedad mientras que en el segundo caso su responsabilidad surge por el carácter de administrador, representante o director de la persona jurídica.

Entonces, la responsabilidad de socios y controlantes surge del art. 54 in fine de la ley 19.550, y en base a ella debemos juzgar o no la inoponibilidad de la persona jurídica. Mientras que el concepto de buen hombre de negocios surge del art. 59 y se aplica para determinar la responsabilidad de los administradores; y luego el artículo 274 determina la responsabilidad de los directores remitienéndose al concepto de buen hombre de negocios brindado por el art. 59. LS. 

2.- Ahora bien, realizada dicha aclaración voy a dar mi opinión sobre los diferentes fallos que encontramos en nuestros tribunales.

2.1.- En lo que concierne a la Tesis Restringida y Amplia establecida por la jurisprudencia en torno al artículo 54 in fine de la LS quiero adelantar que me encuentro más cercano a la Tesis Restringida, pero en muchos casos no estoy de acuerdo con los fundamentos dados por quienes defienden esta tesitura.

Entre los fundamentos encontramos:

A) La postura de la Corte Suprema que toca 2 temas:

A.1) Que para que se extienda la responsabilidad a los socios la sociedad tiene que ser ficticia o fraudulenta constituida en abuso del derecho y con el propósito de violar la ley (Tesis Restringida).

A.2) Que la personalidad diferenciada de la sociedad y sus socios y administradores constituye el eje sobre el cual se asienta las sociedades anónimas y que esta configura un régimen especial porque aquellas constituyen una herramienta que el orden jurídico provee al comercio como uno de los motores de la economía.

B) La postura del Dr. Lorenzetti quien entiende que la doctrina de la desestimación de la personalidad jurídica debe emplearse en forma restrictiva, pues su aplicación requiere la insolvencia de la sociedad, ya que ante la inexistencia de un perjuicio concreto no existen razones que rustiquen su aplicación. Agrega el Dr. Lorenzetti a su postura, que para extenderse la responsabilidad a los socios deben darse los presupuestos generales del deber de reparar.

C) La teoría adoptada por algunos Tribunales de la Provincia de Buenos Aires mediante la cual entienden que la inoponibilidad de la persona jurídica es una sanción ante determinados supuestos, dentro de los cuales no se encuentra la irregularidad registral debido a que ello ya fue sancionado por la normativa laboral.

En lo que respecta a mi postura frente al tema entiendo:

l Respecto al punto A.1), ya he adelantado mi cercanía con la Tesis Restrictiva, precisamente porque entiendo correcto el fundamento dado por la Corte Suprema en este sentido. El legislador tuvo en miras al sancionar este artículo desestimar a la persona jurídica frente aquellos casos que la ley fue creada para cometer un ilícito, como por ejemplo una sociedad creada para lavar dinero, pero la norma no tuvo como objeto sancionar y extender la responsabilidad de la sociedad frente a incumplimientos o irregularidades de la sociedad. Sino que por el contrario decidió quitarle el velo societario (o protección) a aquellas personas que crearon una sociedad con un fin ilícito. Ahora, si la sociedad en el transcurso de su vida comete irregularidades como tener empleados no registrados, no pagar impuestos, ello nada tiene que ver con el supuesto del art 54 in fine de la ley de sociedades. En este punto hay que tener en cuenta la naturaleza jurídica de la norma. 

l Respecto al punto A.2), también coincido con el pronunciamiento de la Corte Suprema. Recordemos en este punto que la personificación jurídica de las sociedades han dado la posibilidad de llevar a cabo emprendimientos los cuales el hombre individual jamás hubiese podido llevar a cabo, razón por la cual la interpretación en torno a desestimar a la persona jurídica debe ser absolutamente restrictiva, de lo contrario se podría violentar el sentido que tuvo en miras el legislador al sancionar la norma, afectándose en consecuencia la propia economía del país. Si el legislador priorizó el bien jurídico economía, ello hay que respetarlo.

l Respecto al punto B), no coincido con la postura del prestigioso Dr. Lorenzetti en la primera parte de sus argumentaciones en tanto que la responsabilidad solidaria en materia de daños y perjuicios no tienen nada que ver con la insolvencia o no del deudor principal. Si existe responsabilidad solidaria ambos deben ser responsables, con independencia de la solvencia de cada uno de ellos y de las acciones de repetición que pudieren corresponder. En consecuencia si la sociedad ha sido creada desde su inicio con un fin ilícito (lavar dinero) entiendo que nada tiene que ver la insolvencia de la misma para quitarle el velo societario a los socios, en ese caso se podría extender la responsabilidad pese a que la persona jurídica sea solvente. Pero si me encuentro absolutamente de acuerdo con lo que luego sostiene el Dr. Lorenzetti en el sentido de que para extender la responsabilidad a los socios deben acreditarse la concurrencia de los presupuestos generales del deber de reparar. Sin dudas que deben acreditarse los mismos, incluso a dicho punto le he dedicado un capítulo entero, dado que considero el punto más novedoso del presente trabajo, principalmente en lo concerniente a 2 de los elementos de la responsabilidad civil: EL DA?O y LA RELACION DE CAUSALIDAD.

l Respecto al punto C), me encuentro en desacuerdo con lo dicho por algunos Tribunales de la Provincia de Buenos Aires en tanto que las sanciones que prevén las leyes 24.013, 25.323 tienen como fin aumentar el quantum indemnizatorio, dicho en otras palabras sancionan al empleador que no registra la relación laboral o lo hace de modo deficiente, estipulando diversas indemnizaciones más allá de la indemnización por antigüedad y demás rubros derivados del despido. Ahora bien, la oponibilidad de la persona jurídica tiende a otra cosa: a proteger el crédito del trabajador consecuencia de aquellas indemnizaciones. Es decir que mientras que las normas de la ley de contrato de trabajo, ley nacional de empleo, etc., tienden a sancionar al empleador por la irregularidad registral la función del art. 54 in fine de la ley de sociedades es preservar el crédito del trabajador, con lo cual mal se puede decir que la ley de contrato de trabajo ya sanciona la irregularidad registral y menos aún que es autosuficiente. En otro orden de ideas y más allá de que la el art 54 in fine de la ley 19.550 tiene como fin proteger el crédito frente a la insolencia del deudor y no tiene un carácter sancionatorio, entiendo que no hay que confundir el sujeto obligado al pago de la indemnización con el quantum de la misma. Las leyes del trabajo fueron dictadas para sancionar la irregularidad registral, pero lo que propicia la ley de sociedad es otra cuestión: quien es el sujeto obligado a su pago. Por todo ello entiendo errónea la interpretación en cuanto a que se estaría sancionando 2 veces la misma cuestión.

2.2.- Otro de los fundamentos (cercanos a la Tesis Restrictiva) que existen en doctrina y jurisprudencia es que: La sanción del art. 54 in fine es muy gravosa y de ninguna manera la intención del legislador fue aplicar la inponibilidad de la persona jurídica frente a una deficiencia registral: “Si quedó demostrado, como reza el fallo, que la sociedad actúo en violación a la ley y en fraude a terceros, pero a pesar de que ello se encuentra especificado en el art. 54 in fine de la LSC, no quiere significar que por dichas causas deba aplicarse dicha sanción, o sea, la inoponibilidad de la persona jurídica ya que si pensamos de esa forma deberíamos aplicarle ese remedio a más del 90% de las sociedades que giran en plaza por las distintas violaciones a la ley que se cometen a diario”
.

Ahora bien existen 2 grandes críticas para hacerle a esta tesitura:

A.- Si bien es cierto que la creación de las sociedades tuvo en miras el desarrollo económico no es menos cierto que el legislador pudo haber querido poner un límite y ese límite es precisamente la inoponibilidad de la persona jurídica cuando se comete un acto ilícito cualquiera sea su magnitud.

B.- El hecho de que la mayoría de las sociedades tendrían que ser sancionadas no resulta un argumento justificable para entender que la teoría de la desestimación de la persona jurídica no es aplicable. De lo contrario si el 90 % de la población decide salir a matar, dejaría de ser delito el homicidio porque habría que condenar a prisión al 90% de la sociedad.

En igual sentido no resulta justificable dejar de aplicar una norma porque su consecuencia es demasiado gravosa. Si el legislador lo estipuló en la norma, la misma salvo modificación en contrario se debería aplicar. El juez no está para determinar si las leyes son gravosas o no.

2.3.- Ahora bien, ingresando en la Tesis Amplia, el criterio es principalmente que en el artículo 54 in fine existen diferentes supuestos enumerados y cumpliéndose con cualquiera de ellos se debe desestimar la personalidad jurídica de la sociedad. Ellos son: 

1.- La actuación de la sociedad que encubra la consecución de fines extrasocietarios. 

2.- La actuación de la sociedad que constituya un mero recurso para violar la ley.

3.- La actuación de la sociedad que constituya un mero recurso para violar el orden público.

4.- La actuación de la sociedad que constituya un mero recurso para frustrar derechos de terceros.

Para los defensores de esta teoría el “pago en negro” viola la ley (estrictamente la 24.013 y 25.323), el orden público (el sistema de la seguridad social), derechos de terceros (los trabajadores).

En lo que respecta a mi persona me aparto rotundamente de esta tesitura, en tanto y tal como ya he expuesto ello no fue lo que tuvo en miras el legislador al sancionar la norma. 

Esta rebuscada interpretación no tiene otro fin que torcer lo que tuvo en miras el legislador, lo cual no puede ser amparado por el derecho. En consecuencia me encuentro de un lado contrario a los jueces que interpretan la ley en este sentido. 

Según respetuosamente entiendo resulta demasiado rebuscado entender que el legislador en realidad puso una coma en la redacción y se trata de 4 supuestos diferentes. Es claro que la sociedad ha tenido que ser creada desde su inicio para alguno de los fines descriptos, es decir que su creación tuvo que haber sido pensada con fines ilegítimos, lo que es muy diferente a que en su desarrollo existan irregularidades en diferentes aspectos. No hay que ser ajenos a la realidad y debemos reconocer que pueden existir ciertas irregularices tributarias, laborales, etc., las cuales no se justifican y desde ya que deben ser sancionadas de acuerdo a los diferentes códigos y legislaciones, pero ello es diferente a interpretar de manera incorrecta la normativa societaria y quitarle a los socios el velo societario, que ha sido dado por el legislador por ser principalmente la creación de las sociedades uno de los motores de la economía.

2.4.- Entrando ya en el tema de los casos en donde se ha extendido responsabilidad solidaria a los directores suplentes, frente a casos de clandestinidad laboral, me encuentro también “en la vereda de frente” respecto a este tipo de interpretaciones. Entiendo en consecuencia que ningún tipo de responsabilidad tiene un director suplente frente a los actos de la sociedad, no solo frente a supuestos de clandestinidad laboral sino que frente a otros supuestos.

“Nótese que, a los efectos de justificar la procedencia de la acción en contra de este último codemandado, la síndico se limitó a indicar que él había revestido la calidad de director suplente… Obvio es que, si era suplente, ninguna responsabilidad puede imputársele, desde que, precisamente, la calidad de suplente conlleva la no asunción del cargo mientras no se produzca la vacante respectiva… En tal marco, y toda vez que esto es claramente equivocado, forzoso es concluir que, en tanto suplente, el nombrado ninguna responsabilidad asumió… Tal conclusión, que no es sino consecuencia de que tampoco asumió el cargo, lleva a descartar que en tal carácter haya podido realizar alguna actuación susceptible de encuadrar en la mencionada norma, lo cual basta, a su vez, para fundar el rechazo de la demanda… No hay mencionado en tal escrito ni un solo hecho, ni un solo acto que, atribuidos en su autoría a los demandados, sean susceptibles de fundar la responsabilidad que les fue imputada…”
.

“Cuando se analiza la figura del director suplente (o mejor dicho del suplente a director) se observa que el mismo surge con vocación jurídica propia para ejercer el cargo. De allí que será responsable como todo director cuando ejerza como tal y concomitantemente ha de ejercer a nombre propio y por su cuenta responsable todas las atribuciones y derechos que corresponden al cargo que ocupa en forma circunstancial”
.

Tal como ya he expuesto ut supra respecto de la responsabilidad de los directores suplentes en los autos "JEREZ CARLOS JOSE C/ OSWAL S.A. Y OTROS S/ DESPIDO" la sala VII de la CNAT dijo: “Finalmente, con relación al Sr. Emanuel Francisco Piccione, no se encuentra discutida su intervención en la actividad de la empresa demandada, ello ya que si bien aduce que sólo formó parte de la misma como "Director Suplente" y que en ningún momento asumió el cargo, lo cierto es que el testigo Samaniego a fs. 92 lo señaló como "jefe" y como una de las personas encargadas de pagar el salario del actor.- Como consecuencia de lo expuesto precedentemente propicio la confirmación del fallo en este punto”
.-

En esta causa, los camaristas advirtieron que el director suplente era una de las personas encargadas de pagar el salario y de impartir órdenes a un dependiente que fue despedido, que percibía parte de su remuneración "en negro" y, además, estaba deficientemente registrado. Por esta razón, decidieron condenarlo. Textualmente dijeron "en tal contexto, no llega cuestionado que las personas físicas demandadas participaron en el fraude contractual del dependiente. Por ello resulta indudable que tenían –o cuanto menos debieron tener- conocimiento acerca de las maniobras de fraude cometidas en perjuicio del dependiente, circunstancia que justifica la condena solidaria y a título personal por la falta de cumplimiento de las obligaciones asumidas -e incumplidas- en nombre del ente social".
     Pero no tuvieron en cuenta que la responsabilidad debe analizarse teniendo en cuenta las normas societarias, ya que de allí deviene la responsabilidad, y si el director suplente no asume la función como titular ninguna responsabilidad le cabe por ningún concepto. Nada tiene que ver conozcan que existió “pago en negro”. 

Entonces la Cámara considera que hay responsabilidad solidaria por el hecho de que el director suplente era una de las personas encargadas de pagar el salario, pero no nos debemos olvidar precisamente que era director suplente (no titular) y en una compañía el director suplente no interviene en el proceso de toma de decisiones societarias, no participa en la administración de la
empresa y muchas veces hasta es un simple trabajador. 

Es decir que, la responsabilidad no surge por el hecho de conocer el fraude laboral (ya que son muchos los trabajadores que lo conocen y no todos los trabajadores tendrán responsabilidad) sino aquellas personas que en su cargo de directores no actúen como un buen hombre de negocios, pero no caben dudas en el caso mencionado ut supra de que el director suplente no estaba ejerciendo el cargo de director así que hasta tanto no lo ejerciese es igual que cualquier otro trabajador y no podría extenderse ningún tipo de responsabilidad en los términos de los arts. 59 y 274 LS. LO IMPORTANTE ES LA CONDICION DE DIRECTOR.


2.5.- Otro tema de suma trascendencia respecto al tema de estudio es lo estudiado en el capítulo III, en lo referente a la diferenciación que existe entre el llamado “pago en negro” y la irregularidad registral. Sin inmiscuirme en otro tema como lo es el fraude laboral, por ser ajeno al objeto de estudio, resulta necesario brindar algunas nociones al respecto para poder entender la cuestión.

En el primer caso como ha hemos expuesto existe una falta de registración (ya sea parcial o total), mientras que en el segundo existe un vicio o defecto, como el caso de una persona que presta servicios para una empresa, pero luego se comprueba en el juicio que en realidad había una subordinación, y en realidad se trataba de una relación en dependencia.

Dentro del segundo caso podemos encontrar dos estadios, tal como ya hemos visto:

1.- El caso de la irregularidad registral donde se sabe y no quedan dudas que se está pergeñando el mismo, es decir que hay dolo o intención. Típico caso de fraude laboral.

2.- El caso de irregularidad registral donde el empleador pudo haberse visto con derecho a encuadrar a la persona de determinada manera.

Entiendo que el primer hay que diferenciarlo claramente del segundo. Lo contrario tal como ya he expuesto implicaría avalar el llamado “fraude objetivo”, noción sobre la cual no comparto, en tanto que para que haya fraude considero que tiene que haber dolo o engaño.

En este aspecto, también cabe recordar que la ley 24.013 y la ley 25.323, en sus artículos pertinentes, fueron creados teniendo en miras la clandestinidad laboral, es decir el “pago en negro” ya sea parcial o total, pero no la totalidad de los supuestos de irregularidad registral.

Pese a ello, tal como he expuesto en el acápite III existen diversos fallos que entienden que en el caso de tercerización, probada la irregularidad registral, en el sentido de que el trabajador tiene una subordinación con la persona que contrata, deben aplicarse las leyes por pago en negro (24.013 y 25.323).

Ahora bien siguiendo con el lineamiento de quienes entienden que en esos casos de irregularidades registrales como el planteado, son aplicables las leyes 24.013 y 25.323, tendría como consecuencia directa la posible aplicación de la desestimación de la persona jurídica de acuerdo a los diferentes criterios jurisprudenciales planteados.

Siguiendo con mi línea de pensamiento me parece que al menos debería tenerse en cuenta los 2 estadíos planteados para determinar si existe responsabilidad solidaria. Según respetuosamente entiendo creo que no se puede extender la responsabilidad a socios, directores o administradores si existían parámetros que podían hacerles creer que les asistía razón. No podemos negar que existen “zonas grises” en donde muchas veces una tiene parámetros para realizar un encuadre jurídico determinado, como el ejemplo planteado en el presente trabajo, en donde incluso el propio juez de primera instancia consideró que le asistía razón al empleador. Dichos casos deberían ser diferenciados y merituados, al menos en lo que concierne a mi línea de pensamiento, entendiendo en contra a lo que viene sosteniendo la jurisprudencia en materia laboral, que no puede existir un fraude objetivo.  Considero entonces que para que los socios de las sociedad pierdan la protección de la limitación de la responsabilidad, la sociedad tuvo que haber sido creada desde su inicio con el fin ilícito, y sin perjuicio que conforme mis convicciones personales en el caso del pago en negro no se daría tal supuesto, menos aún en supuestos de irregularidad registral, donde en mucha veces quien terceriza puede tener el convencimiento de estar registrando a la persona correctamente, por supuesto existiendo parámetros razonables que lo avalen. 

Incluso existen diversos fallos y de acuerdo en el juzgado que toque sorteada una causa puede aparecer uno u otro criterio, y frente al mismo caso un Juez puede considerar que existe irregularidad registral y frente al mismo caso otro juzgado puede decir lo contrario, tal como me ha pasado en el ejercicio de la profesión. Y como ha pasado en el caso planteado en tanto que el juez de primera instancia consideró que no había fraude laboral y la cámara consideró lo contrario. 

En consecuencia uno no tiene la certeza, como si existe en el caso del pago en negro, de que la situación del trabajador es de irregularidad, con lo cual de ninguna puede aplicarse tan terrible sanción como lo es la desestimación de la personalidad jurídica, en tanto que como ya he expuesto es una sanción que debe aplicarse restrictivamente por las bastas razones ya dadas a lo largo del presente trabajo. Sin lugar a dudas que para aplicarse tal sanción al menos uno debe tener en claro que el trabajador esta mal registrado, lo que no siempre ocurre frente a supuestos de irregularidad registral, ya que la realidad de los hechos nos demuestra que existen grises, que obviamente no se dan en la falta de registración, donde si el empleador tiene bien en claro.

2.6.- Finalmente uno de los aspectos más novedosos del presente trabajo, por la casi nula existencia de fallos jurisprudenciales en tal sentido, es el análisis de los requisitos de la responsabilidad civil, principalmente el daño y la relación de causalidad como presupuestos de la responsabilidad.

Es sabido que el basamento de la ley de sociedad no es ni más ni menos que la responsabilidad civil, aplicándose en consecuencia todos los principios de los daños y perjuicios en su máxima expresión.

En consecuencia me planteo si los jueces laborales al condenar solidariamente a los socios de las sociedades desestimando a la persona jurídica, deberían dejar de lado el análisis de los presupuestos básicos de la responsabilidad por daños, o por el contrario deberían ser analizados.

Sin perjuicio de mi postura frente a caso, entendiendo que el “pago en negro” no es suficiente para aplicar la teoría del “Disregard”, quienes entienden lo contrario no pueden hacer la “vista gorda” a los basamentos de la normativa societaria. Expresamente la ley de sociedades expresa en los artículos en cuestión, los cuales no transcribiré nuevamente para no fastidiar innecesariamente a los lectores pero me remito a los acápites anteriores, que frente a determinados supuestos se deben reparar los daños y perjuicios causados. Entonces, cualquiera sea la interpretación sobre el tema, no podría entenderse lo contrario frente a que se deben probar los daños y perjuicios y sobre esos daños se podría entonces aplicar la responsabilidad solidaria. Es decir que además del daño debe existir una relación de causalidad entre el daño y quien lo comete. 

Si no existe daño no hay responsabilidad, pero si no hay relación de causalidad entre el daño y la persona tampoco hay responsabilidad.

Recordemos que la relación de causalidad es la que determina la cuantía del daño resarcible por lo que en definitiva es un limitante del daño.

Particularmente entiendo que la falta de registración, per se, no constituye un supuesto que habilite la inoponibilidad de la persona jurídica, pese a la extendida práctica jurisprudencial, en tanto que considero que no se dan los presupuestos que la habilitan, ya que el monto de la indemnización de un trabajador registrado es el mismo que el de un trabajador no registrado (por supuesto siempre que el despido no tenga vinculación con la falta de registración). 

La conducta que da origen al resarcimiento es la misma “el despido sin causa”, en consecuencia el nexo de causalidad (respecto a los rubros derivados del despido) no se ve alterado y el monto de la indemnización (a excepción de las multas) es esencialmente el mismo y se encuentra tarifado por la LCT, por lo que no puede haber responsabilidad del socio o controlante frente a dichos supuestos.

En conclusión, la relación de causalidad entre el acto ilícito culposo del socio o controlante (inadecuada registración laboral) y el daño sólo puede abarcar los daños producidos por ese hecho ilícito, dentro de los cuales únicamente se encontrarían (en el supuesto planteado oportunamente) la multa de la ley 25.323, art. 80 LCT y alguna otra que pudiese corresponder, pero no los rubros derivados del despido.

He planteado en el capítulo IV punto D un caso hipotético mediante se demostró científicamente que no siempre el total de la liquidación laboral es consecuencia de la falta de registración laboral, entonces hay que determinar frente a tal supuesto que porción de ese daño (indemnización) debe atribuirse al quien lo causa, lo que no es ni más ni menos que la relación de causalidad, recordando nuevamente que la norma para atribuir responsabilidad a los socios, directores y administradores, no es una norma laboral, sino societaria, debiendo aplicarse las bases de dicha normativa en lo referente a ese punto.

Por ello entiendo errónea la extensión de responsabilidad del total de la liquidación sin el análisis de los presupuestos de la responsabilidad civil, y en particular de cuales fueron los daños generados por la irregularidad registral. En una liquidación puede ser que existan muchos conceptos que nada tienen que ver con el “pago en negro”, en consecuencia (independientemente de la postura adoptada) no existe razón que justifique una condena solidaria por el todo de la liquidación de sentencia.  


3.- Conclusiones: 

3.1.- He dicho en la hipótesis que motivaba este trabajo la idea preliminar de que los jueces, muchas veces por su vocación de justicia y dado que la normativa no da una solución a determinados conflictos, busquen por medios inapropiados remedios a los vacíos normativos, en particular frente al tema de estudiado, en tanto que en aquella primera reflexión también he dicho que: “La interpretación de la jurisprudencia mayoritaria en lo concerniente a la extensión de responsabilidad de los socios, directores y administradores de las personas jurídicas, frente a supuestos de irregularidad registral, es equivocada, y hacen un mal uso de los artículos 54 infine, 59, 274 y concordantes de la Ley de Sociedades”.


Luego de un extenso trabajo investigativo, especialmente en lo concerniente a los diferentes criterios jurisprudenciales, puedo afirmar que se ha confirmado la hipótesis planteada oportunamente.


Han sido varias las razones por las cuales considero que muchas veces las interpretaciones que se realizan sobre el tema de estudio son incorrectas.


3.2.- En primer término se ha demostrados que existen fallos que confunden los artículos 54, 59, y 274 cuando en realidad se trata de 3 supuestos diferentes.


3.3.- También se ha acreditado que la limitación de responsabilidad patrimonial a través de las sociedades favorece el desarrollo económico y como ha dicho la Corte Suprema, es uno de los motores de la economía, con lo cual el criterio para desestimar a la persona jurídica debe ser absolutamente restrictivo, por cuanto precisamente el legislador en su momento y protegiendo un bien jurídico concreto (la economía) decidió sancionar una normativa en dicha dirección, la cual no puede ser avasallada arbitrariamente por los jueces.


3.4.- En nuestro país existe una división de poderes, cada uno con su debida independencia, y su recíproco control, tal como surge de nuestra Carta Magna. 


Y es un principio fundamental para la vida en convivencia el respeto de dicha división de poderes, que como ya hemos dicho no surge ni mas ni menos que de nuestra ley suprema.


Entonces, quien considera que una ley fue sancionada de manera injusta, incorrecta, está en desacuerdo con la misma por la razón que sea, y en el caso particular a los jueces me refiero, no pueden de ninguna manera por vocación de justicia avasallar otros poderes del Estado, e interpretar la norma en el sentido que ellos lo consideran justo. 


Uno puedo estar de acuerdo o no con la Ley, pero si la misma es clara, el juzgador debe aplicarla independientemente de su convicción. Obviamente que frente a algunas normas pueden existir diferentes interpretaciones, de lo contrario no existiría el Poder Judicial. 


Pero en muchos caso, y no solo en el caso objeto de estudio, existen diferentes supuestos en donde la ley es clara y los jueces por vocación de justicia tuercen la interpretación de la norma para en definitiva juzgar de acuerdo a su convicción personal, pero apartándose del sentido dado por el legislador a la norma. Salvo por su puesto que exista alguna razón que permita su declaración de inconstitucionalidad lo que está contemplado en nuestra Carta Magna. Ejemplo de ello es que frente al planteo de un mismo tema, en diferentes juzgados existen posiciones encontradas, y en muchos casos de manera injustificada, apartándose del sentido de la norma y distorsionando la misma en el sentido de la convicción personal del juez. 


Lamentablemente eso se traslada a la inseguridad jurídica que existe hoy en nuestro país, en tanto que existe muy poca certeza del resultado de un litigio por los innumerables criterios existentes sobre un mismo tema.


En este aspecto se quiere aclarar que quien suscribe no pretende Tribunales en donde se aplique siempre el mismo criterio o el resultado del litigio se sepa de antemano porque para eso existe la justicia, precisamente para interpretar a la norma en caso de duda entre otras de sus potestades. Pero lo que se quiere dejar en claro que no es lo mismo ello, que distorsionar a la misma y utilizarla de la manera que le hubiese gustado al juez que hubiese sido dictada. Si un juez considera que la norma es injusta, incorrecta, etc. de acuerdo a su convicción personal (salvo que la misma pueda ser decretada inconstitucional por darse los requisitos necesarios) debe aplicarla en el sentido dado por el legislador, y apartarse de sus creencias personales; y en todo caso por el camino correcto propiciar la modificación de la norma, pero mientras la misma está vigente y sea clara de ninguna manera pude ser distorsionada.


No tengo dudas que en el caso objeto de estudio distintos fallos han distorsionado las normas societarias, las cuales de ninguna manera fueron creadas con el fin que se le está dando en los Tribunales Laborales, incluso así lo ha expresado la propia Corte Suprema.


3.5.- Según respetuosamente entiendo considero errada las posturas que entienden que en la redacción del artículo 54 in fine  la Ley 19.550 surge una coma y que el legislador planteo cuatro supuestos diferentes, mediante los cuales se debe desestimar la personalidad jurídica, ello no es otra cosa que distorsionar a la propia norma.


3.6.- La máxima expresión de lo expuesto es lo que he planteado como novedoso, que es el tema de los presupuestos de la responsabilidad. No se deben resolver los casos planteados sobre este tema sin analizar cual es el daño y la relación de causalidad, en tanto que la ley de sociedades tiene su basamento precisamente en la responsabilidad por daños. Ello es el avallasamiento de los poderes del Estado (en este caso el Legislativo) en su máxima expresión.


3.6.- También lo es el caso de la extensión de condenas solidarias frente a directores suplentes, por empleo no registrado, lo cual hasta a veces se aparten de principios básicos del derecho.


3.7.- Concluyendo el presente trabajo, y por las razones expuestas sin hesitación podemos afirmar que los tribunales en algunos casos realizan un incorrecto uso de la normativa societaria, en particular de los artículos 54, 59 y 274 de la ley de sociedades, por la vocación de justicia que ellos tienen. 

En consecuencia por la innumerable cantidad de criterios jurisprudenciales y por la errónea interpretación de la normativa en cuestión (pese a que particularmente entiendo que la misma es clara) se ha distorsionado la misma;  considero por ello que debería regularse la cuestión de manera concreta a los efectos de que exista mayor certeza a la hora de efectuar un planteo, y poner fin al desconcierto que hoy existe en nuestros Tribunales, en particular para que los socios, administradores y socios de las personas jurídicas tengan en claro frente a que supuestos se les podrá quitar la responsabilidad limitada, atento que de lo contrario se estaría vulnerando ni más ni menos que su derecho de propiedad. 
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